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Tutela de primera instancia N° 99050
José Gregario Cuenta Pantoja

Bogotá, D.C., doce (12) de junio de dos mil dieciocho

(2018).

Se asume el conocimiento de la acción de tutela incoada

por José Gregorio Cuenta Pantoja, contra la Sala Penal del

Tribunal Superior y el Juzgado Segundo Penal

Especializado de Santa Marta, por la presunta vulneración

de sus derechos fundamentales a la libertad y debido

proceso, presuntamente acaecida dentro de los procesos

penales No. 47001601018-2015-02702-00 y

1100 16Q000002015-;00 161." .

y para integrar en debida forma el contradictorio,

vincúlese al Centro de Servicios Judiciales del SPA de

Santa Marta, Fiscalía General de la Nación, Juez Primero

y Octavo Penal Municipal de Control de Garantías de esa

urbe, Procuraduría General de la Nación, Centro

Penitenciario y Carcelario de Valledupar y de Santa

Marta, Fiscalías Cuarta y Séptima Seccional ante el Gaula

de la capital del Magdalena, Juzgado Segundo Penal del

Circuito Especializado en Descongestión de esa misma
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Tutela de primera instancia N°99050
José Gregario Cuenta Pantaja

ciudad; así como a las partes y demás sujetos intervinientes

dentro de los asuntos referenciados. La notificación de estas

personas y entidades se efectuará a través de la Secretaría

de la Sala accionada y/o del Juzgado en cita, hecho que

deberá ser verificado por la Secretaría de esta Sala Penal.

En consecuenCla, notifiquese esta decisión a las

autoridades mencionadas y demás intervinientes, con

entrega de copia del libelo respectivo, para que en el término

de un (1) día se pronuncien sobre los hechos y pretensiones

contenidos en el mismo, debiendo remitir reproducciones

fotostáticas de los proveídos, respuestas y actuaciones a que

se refiere la demanda de tutela. Los informes y providencias

deberán ser remitidos, además, en medio magnético ylo por

correo electrónico. (informesdetutelasalapenal@gmail.com)

Entérese a la parte demandante de la presente

determinación.

Comuníquese y cúmplase.

e ~ _

O SALAZAR OTERO

Magistrado

Nubia Yolanda NovaGarcía

Secretaria
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Honorabl~
MAGIS1RADO PONENTE (REPARTO)
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
Ciudad

REF;
ACCIONANTE;
ACCIONADO:

Cordial Saludo,

ACCION DE TUTELA (ART. 85 C.N. - DECRETO 2591Y 306 de 1992)
JOSE GREGORIO CUENTA PANTOJA
TRIBUNAL SUPERIOR - SALA PENAL DE SANTA MARTA, MAGDALENA - JUEZ SEGUNDO
PENAL ESPECIALIZADO DE SANTA MARTA, MAGDALENA.

.JOSE GREGORIO CUENT"l PANTOJA, identificado con c.c. 84.452.832 De Esta ciudad, ACTUANDO EN MI PROPIO
NOMBRE, HOY RECLUIDO INJUSTIFICADAMENTE EN EL CENTRO PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE lIfAXIMA
SEGURIDAD DE LA CIUDAD DE VALLEDUPAR, Cesar, por medio del presente escrito me pemlito manifestar que invoco
la presente acción de TUTELA, con la finalidad descrita a continuación y solicitar a usted darle tramite respectivo acorde
a jo atinente a la concesión de la libertad de mi prohijado judicial por lo siguiente:

OBJETIVO DE LA ACCION;

La preseIlte acción de TUTELA, tiene como objetivo principal Recuperar La tranquilidad juridica que había venido
gozando est.e accJOnant.e, JOSE GREGORiO CUENTA PANTOJA, junto a mi familia l.1esdeel seno d(~~nihogar y cuya
finalidad estú encan1inada a ejercer una práctica adecuada de los estamentos juridicos.procesales en materia penal,
para exigir de mllnera urgente, imnediata y prioritnria, la nulidad de LAS ACTUACIONES IRREGUlARES' Y
VULNJ::RATORIAS DE .i'vllSDERECHOS y así recuperar mi libertad, yo. JOSE GREGOrUO CUENTA PANTOJA, qUlen soy
padre de 5 hijc>sy hoy me encuentro recluido injustificadamente en el centro penitenciario de máxima seguridad de la
ciudad de Valledupar, cesar, CARCEL LA TRAMACUA DE VALLEDUPAR ya que he venido siendo víctima de
vulne'acíonesjuridícas y de mis derechos fundan1entnles así como también de las garantías y principios procesales que
debe tener todo ciudadano colombiano, al impedirle el ejercicio a los mismo derechos como el de acceso a la
administración de justicia, debido proceso y demás que se detallaran a continuación. Asi mismo es importante
mencionar que siendo este el mecanismo idóneo según las circunstancias fácticas que describiré seguidamente, siendo
que es un derecho consagrado en el articulo 86 de la constitución y que puede tanlbién interpretarse corno una acción,
de igual naturaleza a la acción de tutela de que trata el art. 86 superior, que tiene toda persona contrél cualquier acto
expedid() por autoridad judicial, sea este auto o inclusive sentencia, pudiendo Sér ultima de cualquier instancja~

FUNDAMENTOS FACTICOS;

PRIMERO. El 13 de marzo de 2017, siendo aproximadamente las 6.30 p.m., he sido capturado yo, JOSE GREGORIO
CUENTA PANTOJA, identificado con c.c. 84.452.832 de santa marta, magdalena, cap1ura en la que estuvo presrnte mi
compaiíera sentimental y abogada DRAKATERINEJOHANNABERROCALTRC)CHA,idcntificada con e.e. 44.160.839 Y
T.P. 203.784, y como manifiesta 10iS agentes captores, fui conducido a un procedimiento judicial y dcjRdo a disposición
de la U.R.l., el mismo día, por orden judrcial emanada por juez de control de garantías de fecha de los hechos de 15 ele
octubre de 2015, con kcha de expedición d.~febrero de 2017

SEGUNDO. Si bien es cier.to, el pasado mes de octubre del arlo 2015, recupere mi libertad, exactamente el dia 30 de
octubre del mismo 8110,luego de haber adquirido el beneficio de Prisiún Domiciliaria por ser padre cabeza de familia, V.
demostrado esto arrte el JUZGADO SEGUNDO PENAL ESPECIALIZ.4DO DE DESCONGESTION, qu ien hacía la~ veces de -:7 ('~
conocimiento par.a la individualización de pena y sentencia dentro del proceso radicado No. CUI 11001-60-00000.2015,"-
001611, Por el punible de Concierto ]lara deli~quir. Irónican1ente el despacho que hoy tiene en"conocimiento elp~--¿;~es,~
~ual se encuentra ilegalmente retenido y privado de su libertad y siendo la misma Juez titular de despacho que en
ese entonces f1l:-lgürcomo Juez de descong,~stión, hoyes la juez segunda penal especializada de esta ciudad.

TERCERO. En la aud.icncia inicial de control de gamlltias, mi esposa y abogada, le fue imp0':Jiblet-'jercermi defensa
Lécnica,alegando el esLrado que no le permi1ia ejercer el rol de defensora de confianza del sr. JOSE GREGORIO CUENTA
PANTOJA, por ser la compañera sentimental del procesado, siendo desplazada públicanlente por el juez primero penal
de control de garantías, Dr. llENRY HERNANDO ORTIZ PORTILLO, .Y de esLa manera le fue imposible asistirme y me
lúe truncado así la oportunidad de particIpar activamnlte en la dcfenl>8 y demostrar con elementos materiales
probaLorios indrspensables, entre ellos declaraciones, que la inferencia razonable con la que se construyó la decisión de
nIViarme al centro penitenciaI.ic)Rodrigo de bastidas es inconstJtuciollé,l, infundada e irrazonable, actuando entonces
este .juez, parcializado a favor de la agencia fiscal y vulnerar en primera instancia 101>derechos fundanlentales y las
garantías procesales, como el de debido proceso, de contradicción y defensa en mi favoL

CUARTO. Por S11 parte, hoy me encuentro procesado por el Despacho Judicial (JUZGADOSEGUNDO PENALDEL /
CIRCU1TOESPECIA.LIZADO)por el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRA VADO YEX7DRSION AGRA 'lADA Bajo
lélradicación !'i0' 47001601018"~2~5-~º-2:;Q.lJ,.d~litos relacionados conjuntamente eon hechos que se remontan a la
fecha de 201 t>.Feeha en la cual yo me encontraba aun recluido en el centro penitenciario de la ciudad de santa marta,
magdalena, y como constancia de ello, aporto 'actas de audiencias celebradas en ese mismo año, y demás documcntos
qu(~evidencian que no existe realidad ni vinculación juridica que me comprometa con lo que pretende demostrar la
8gencia fiscal al vincularme con elementos materiales posteriorcs a la de la fecha de expedición de la orden de captura,
la cual versa al mi~mo mes de octuhre de 2015, lo cual permitc eVidenciar el afán desmedido que existe en procesar
ilegalmente a mí persona y juzgarme dos veces por el mismo delito y los mismos hechos ya juzgados pN la misma
autoridad judicial con anterioridad y que I>epretenden di':Jfrazarcon circunstancias extraídas en par1kular con hechos
aislados a la realidad y cOIlstitutivos de m0ntaje en perjuicio de este accionante.

QUINTO. El escrito de acusación por el ddito mencionado fue radicado el 28 de ,Julio de 2017; es preciso mencionar
que la radicación con in que se transcribe la acusación en contra de CUENTA PANTOJA ,JOSE GREGORIO, responde a
una diferente a la antes mencionada. Entonces, habiendo adquirido frrmeza el 31 de .Julio de ¿O 17; dejando constancia
con este de hecho de la evidente vlllneració~-ja las garantías procesales, ya que en el término que la agencia fiscal radica
ANTEELCENTRODE SERVICIOSDEL ".P.A., S~ encuentra vC.1cictay de la misma forma incurre en una falla procesal,
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lo que respecta a los efectos de lo prescrito en el arto 294 del código de procedimiento, el cual ha sido claro al vincular
los efectos del arto 175 del mismo código, manifestando que vencido los mismos entonces el fiscal inicial perderá la
competencia para seguir actuando de 10 cual informara inmediatamente a su respectivo superior". Por 10 cual es evidente
que se han venido presentando irregularidades y vulneraciones en contra de mi defendido ...

SEXTO. El centro de servicios judicial del S.P.A. de esta ciudad (santa marta, magdalena), adscrito a la rama judicial del!
poder público en el departamento del magdalena, deja constancia escrita el día 7 de septiembre de 2017, en la que el .
suscrito Juez coordinador certifica que a la fecha de expedición de la misma la FISCALIAGENERALDE LANACIONno,
ha presentado ESCRITODE ACUSACIONen contra de JOSE GREGORIO CUENTAPANTOJAPOR EL PROCESO No.\
470016001018201502702-00.

SEPTIMO. Quiere decir todo lo anterior, que de la fecha en que quedó radicado el escrito de ACUSACION(con diferente
NUMERODE SPOAO NOTICIACRIMINALDIFERENTE)a la actualidad han transcurrido más de cuatro (10)meses, sin
que se celebre la diligencia de audiencia pública de FORMULACIONDE ACUSACIONy sin mayor continuidad procesal
al debido proceso respecto al juicio oral, dejando constancia de los vicios que padece entonces el procedimiento al
REASIGNARal frente de la agencia fiscal la ANTERIORfuncionaria (FISCAL4 SECCIONALANTEEL GAULA)quepor ley
ha perdido competencia y la cual YAha sido reasignado el caso a nuevo fiscal (FISCAL7 SECCIONALANTEEL GAULAl.
pues no que se haya notificado lo ateniente. Vulnerando de esta manera el procedimiento y las demás garantias
procesales. Lo que entonces invalida la Acusación presentada por la funcionaria y mal haría la juez de conocimiento dar
continuidad a la misma atendiendo a la falencia que se refleja en el actuar de la fiscalia general de la nación, quien es la
que se encarga de acusar y pedir cárcel injustamente a los procesados.

OCTAVO. En este orden de ideas, señor Juez y de conformidad con lo dicho por la Honorable Corte Constitucional en su
sentencia C-846/99 del 27 de octubre del año en curso, mi defendido tiene derecho a su libertad provisional, pues,
repito, de la ejecutoria de la audiencia de formulación de acusación a la fecha han transcurrido más de cuatro meses
(120 dias) sin que se celebre -obviamente se entiende en su totalidad- la diligencia de audiencia pública, siendo
absolutamente claro, según lo dijo la Alta Corporación, que la iniciación de la referida diligencia NO INTERRUMPEel
término fijado en el inciso 10del artículo 365 del Decreto 2700 de 1991, modificado por el artículo 55 de la ley 81 de
1993, que al tenor dice "Además de lo establecido en otras disposiciones, el sindicado tendrá derecho a la libertad
provisional garantizada mediante caución juratoria o prendaria en los siguientes casos: ... 5. Cuando hayan transcurrido
más de seis meses contados a partir de la ejecutoria de la formulación de acusación, sin que se hubiere celebrado la
correspondiente audiencia pública", aun con la salvedad de que se trata de competencia de juzgado especializado y aun
se duplican los términos para su aplicación.

NOVENO. HONORABLEMAGISTRADO,nuestra máxima Autoridad Constitucional dijo: "De lo dicho hasta aquí, se puede
llegar entonces a una conclusión: si bien este tribunal constitucional considera que el precepto objeto de análisis tiene
un fundamento razonable, para evitar que en su aplicación se incurra en actos que puedan violar las garantías y derechos
fundamentales del procesado, ha de entenderse que la iniciación de la audiencia pública, no interrumpe el término
establecido en el primer inciso del numeral5n del artículo 415 del C.P.P. para acceder a la libertad provisional, es decir,
que una vez iniciada la audiencia, si ésta no culmin'a dentro del término de seis meses contados a partir de la formulación
de acusación, el procesado tendrá derecho a obtener la li7tad provisional, con fundamento en la norma citada".

DECIMO. De suerte, señor MAGISTRi\DO, que el camino a seguir en este diligenciamiento no es otro, que otorgar la
libertad provisional a este accionante, pues, el término para ello se encuentra más que superado, además de que las
causales de suspensión no son atribuible s ni al suscrito ni a mi defendido, amén de que, el tiempo que lleva este proceso
en busca de la realización de la vista pública no es razonable desde ninguna óptica, por ende se entiende que no ha sido
el tiempo minimo que la circunstancias de este proceso han ameritado.

ONCE. Ahora bien, no basta con mencionar a su despacho el aspecto vulnerado en el tema de vencimiento de términos,
sino como también en lo que corresponde a lo relacionado con el control de garantias y derechos fundamentales como el
de acceso a la administración de justicia y debido proceso y derecho de contradicción y defensa .

.DOCE. Comedidamente, a través de mi defensora, he presentado solicitud de audiencia pública de REVOCATORIA DE
}'f1EDIDA, en el afán de demostrar mi inocencia y de invocar la intervención de jueces con senbdo humano y apegados
tanto a la realidad como al procedimiento y respetuosos de la verdad procesal y basados en la carga probatoria, se ha
direccionado ante el centro de servicios judiciales del S.P.A. de esta ciudad, en repetidas ocasiones'y a partir del mes de
marzo de este año, inmediatamente luego de la aprensión del sr. JOSE GREC'zORlO CUENTA PANTOJA, la solicltud de
audiencia preliminar, la cual a la fecha de pre8entaci6n de esta acción ha sido un fracaso, fue negada sin la mayor
valoración de las pruebas aportadas en el plenario por un juez parcializado.

,-
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Como primera medida, es injusto pensar que en el reparto de la audiencia preliminar y ante tantos jueces
de control de garantías de la ciudad de santa marta, sea asignada la solicitud de REVOCATORIA DE
MEDIDA, al mismo juez que la impuso injustificadamente. Es decir, en prinlera fecha de reparto le fue
asignada la carpeta de la audiencia al Dr. HENRY ORTIZ PORTILLO. Juez ante el cual no fue valida la
renuncia del procesado a estar presente y entonces el INPEC, tampoco traslado al interno a la audiencia
en la fecha y hora señalada. Fracasando por primera vez la misma. Luego en fecha posterior, también fue
repartida la carpeta de la audiencia al mismo funcionario y la respuesta de este ante la evidcnte
conspiración y persecución legal en contra del sr. .. JOSE GREGORIO CUENTA PANTOJA, fue que al /
parecer esos eran los parámetros descritos por un comité que desconozco, el cual ha ordenado que dicha /
carpeta sea asignada siempre para esas audiencias de control de garantias al JUEZ PRIMERO PENAL DE
CONTROL DE GARANTIAS de santa marta.
Seguidamente, y por tercera vez, ante el mismo juez primero penal, pero con funcionario titular diferente
bien sea el DR. CAMILO ANDRES MELO MONTENEGRO, quien íirlerara la audiencia de REVOCA TIORIA
DE MEDIDA DE ASEGURAMIENTO para la fecha del 19 de julio de 2017, en la que se dejó constancia de
que verificada la asistencia de las partes y ante la inasistencia de la delegada de la fiscalia general de la
nación, además el inpec no traslado al procesado y muy a pesar de haber exhibido cl escrito de renuncia
de asistir a la misma audiencia del proceso, no quedo registrada en el acta en mención. Yse ordena requerir
a la delegada de la tisealia, con la finalidad de que informe los motivos de su inasistencia. Razón que no
fue jusbficada por la fiscalía general de la nación y se da por terminada la audiencia. Enviando entonces
la carpeta al centro de servicios para su nuevo reparto. En esta audiencia solicite que por razones obvias
yen atención a lo establecido por la corte consbtucional mediante sentencia, se realizara la audiencia sin
la presencia de la agencia fiscal, teniendo de presente Jus argumentos necesarios para ello y así como
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también las actas y audios que reposan en el mismo despacho que fue el que impuso la medida de
aseguramiento, pero fue un fracaso dicha solicitud, el juez negó la práctica de la misma.
Para el día 17 de agosto de 2017, ha sido la oportunidad de instalar formalmente la audiencia ante e1juez
Octavo penal municipal, bien sea el Dr. GABRIEL MODESTO OSPINO GUZMAN, el titular del dcspacho,
quien deja constancia mediante acta que la agencia fiscal no se hizo presente, que solicite se desanollara
la misma sin la presencia de la agencia fiscal y el sr. Juez indica que verificada la carpeta, la notificación
por correo electrónico dirigida a la delegada fiscal, y se ordenó que sea requerida para que explique los
motivos de su no comparecencia, so pena de compulsar copias para efecto de investigación disciplinaria y
dispuso devolver la carpeta al centro de servicios. También se dejó constancia de que el procesado renuncio
a estar presente. Yque el procesado había sido trasladado a la cárcel la tramacua de valladear el día 3 de
agosto de 2017.
La suscrita oficial mayor del centro de serviciosjudiciales del S.P.A. de esta ciudad, deja constancia de que
la diligencia de audiencia de REVOCATORIA DE MEDIDA DE ASEGURAMIENTO, programada entonces
para el día 30 de octubre de 2017 a las 9.00 a.m. no la realizo, ni fue repartida por cuanto el sistema se
encontraba DAÑADO y NO HAY JUECES DISPONIBLES. Sin más argumentos deja constancia de que se
hizo parte la Dra-. KATERINE JOHANNA BERROCAL TROCHA. Fracasando por cuarta vez la misma.
En lo ateniente a las audiencias por vencimiento de términos, y provocar la ilegalidad de la acusación
presentada ante los juzgados especializados el pasado 28 de julio de 2017, vulnerando los preceptos
jurídicos en materia penal, informo entonces también a su despacho que en dos tres ocasiones ha fallado
'también la AUDIENCIA PRELIMINAR DE VENCIMIENTO DE TERMINOS, las que si se ha presentado la
agencia fiscal con escrito de acusación en manos, y en las que tampoco ha sido validado el escrito de
renuncia a asistir a la audiencia el procesado en cuestión. Como constancia de ello se anexan las diferentes
actas dé audiencia, firmadas por el jucz del caso.

TRECE. Circunstancialmente merece esté despacho conocer dé la tercera situación juridica y de los hechos que se han
presentado en contra de este accionante, yo, JOSE GREGORIO CUENTA PANTOJA, Y en esta oportunidad por la
situación fáctica mencionada al inicio de esta acción de tutela, como es la de estar siendo juzgado dos veces por los
mismo hechos, o la vulneración al NON BIS IN IDEM, constitucionalmente protegido en nuestro pais.

CA TORCE. Así las cosas, es evidente que se trata de una vulneración a los derechos fundamentales y garantías procesales
y específicamente a la vulneración del principio constitucional de que nadie podrá ser juzgado doblemente por los mismos
hechos, constancia de ello, anexo a este libelo copia de las actas del juzgado que ha vigilado la condena del sr. Cuenta
Pantoja, por el delito de CONCIERTOPARADELINQUIRAGRAVADOY EXTORSIONAGRAVADO,en el que se detallan
íos antecedentes con fundamento en hechos ocurridos desde mediados de 2010 en esta ciudad, se inició investigación I
penal (sistema acusatorio), que finalizo con sentencia de 19 de octubre de 2015, proferida por el juzgado Segundo penal)
Del circuito especializado de descongestión de santa marta, en el proceso de radicación CUI 1100 1-60-00000-20 15-
00161, radicación int.erna 2012-00426, imponiéndole sanción penal, consistente en pena principal, privativa de la
libertad de 52 meses de prisH'Iíl(concediéndole la PRISIONDOMICILIARIA)previo pago de caución prendaria de $50.000-
00 pesos, y susclipción de diligencia de compromiso con las obiigaciones del numeral 4to del articulo 388 del código
penal. La condena quedo en firme el dia 19 de octubre de 2015. El día 23 de octubre de 2015, el señor JOSE GREGORIO
CUENTAPANTOJA, firmo ante el fallador, diligencia de compromiso haciéndose acreedor formalmente a la prisión
domiciliaria y anota el numero celular de esta servidora activo a la fecha. 3043309520. El señor Cuenta Pantoja,
materializa su libertad el día 31 de octubre de 2015, Yno hay lugar a relacionar una orden de captura infundada, la cual
es la que hoy tiene privado de la libertad a mi prohijado judicial, ya que manifiesta en la misma orden de captura fecha
de los hechos, octubre 15 de 2015 y la misma fecha de expedición de la misma, partiendo de esta premisa la irregularidad
formal de la orden judicial. Lo cual no fue posible discutir ni sustentar en audiencia concentrada debido a la orden del
juez de callar mi voz al intentar ejercer la defensa del sr. Cuenta Pantoja. Muy a pesar de haberlo sustentado el colega
que lo asistió. No fue suficiente para evitar su aprensión.

QUINCE. Bien sea esta la oportunidad para ponerle de conocimiento su señoria de la persecución penal injustificada que
ha tenido lajusticia de in ciudad de santa marta, específicamente la fiscalía general de la nación, en esta dudad de santa
mal'ta, no solamente en contra de la persona de JOSE GREGORIO CUENTA PANTOJA, sino de mi compaflera sentimental,
solo por el simple hecho de ser mi pareja senbmenta! y a razón desconocida aun, que puedan tt~nl:restas personas, entre
ellas policía judicial, policías del cuadrante del barrio la paz, y demás. Quienes son los que se han encargado de
desprestigiarnos hasta llevarnos al punto de la persecución penal. Pru~ba de ellos son las denuncias qu<~en muchas
ocasiones hemos instaurado de manera personal ante la PROCURADURIA GENERAL DE LA NACION y la misma
jilSCALLA GENER.AL DE LA NACION, del acoso y la, calumnia que hoy ¿ttTavesamospor el morbo judicial de la fiscalía
general de la nación.

Tal como le consta a la ciudadania, hechos ocurridos recientemente, en el que mi defensora ha sido involucrada en la
misma investigaciór. penal. 'pues ha sido capturada dentro del mismo proceso de investigación y con la mlsma autoridad
que me ha retenido injustamente, es decir, fiscalía 4 seccional ante el gaula de santa marta, magdalena, y que se rehúsa
a darle la oportunidad de ejercer el derecho a defensa.

/
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DIECISEIS. Para la gloria de dios, hoy ella cuenta con su libertad, y a pesar de seguir vinculada a la investigación, y
luego de haber recuperado su libertad, luego de haber sido capturada el pasado 25 di: julio de la anualidad por los
mismos hechos constitutivos de delito según la misma agencia fiscal, y luego de haber ejercido en su oportunidad la
defensa material, y de esta manera y oportunamente superar los presupuestos procesales que estimaba la .fiscalíageneral
de1a nacíon para considerarme penalmente responsable o autora de un delito que sé que demostraremos que no he /
cometido. Asi las cosas y mediante certificación del día 1 de agosto de 2017, el Juzgado Octavo penal Municipal, con
funciones de control de garantías de esta ciudad, le entrega certificación de ca""1celaciónde orden de captura No. 0113
del 5 de julio de 2017. Emitida en su contra y así mismo deja constancia de que esta ciudadana, KATERINEJOHANNA
BERROCALTROCHA, identificada con cx, 'f4 160.839 de soledad, atlántico, dicha oficina judicial se ABSTUVODE
IMPONER MEDIDA DE ASEGURAMIENTOALGUNAEN DECISION ADOPTADAEL DlA 31 DE ,JULIO DE 2017. //
Audiencias concentradas en las que además de los hechos antes mencionados, fueron llevados tres procesados más que /"
se encontraba~ en el ce~tr.QJ?cn¡tenciari? de la ciudad de santa mart:1, magdalena y entre ellos JOSE GREGORlO
CUENTAPAN10JA, con Tafinahdad de lmputanne otros dehtos y aSl mlsmo vmcularme a un grupo del cual no
pertenecemos y con la fortuna de que no fue posible dicha acción preter..dida por parte de la fiscalía general dela nación,
pues no solamente por "errores involuntarios", como bien llamo la agencia fiscal a su equivocación procesal, al no
redactar en la solicitud de imputacióll íos datos personales del sr. CUENTAPANTOJA,y fue el motivo por el c',181el juez
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de control de garantias en mención, decidIó no imputar y devolver inmediataJllente al centro penitenciario al sr. CUENTA
PANTOJAy los demás procesados. Evitando de esta manera que se cometieran más injustos en nuestra contra. Pues no
basta con el atropello a nuestro buen nombre y mi prestigio profesional, si no que se trata de un juego humillativo,
inhumano y degradante que ha practicado la agencia fiscal en contra de nuestras personas. No solo acabar mi hogar, mi
faJllilia, sometemos a los escarnios públicos, sino taJllbién vulnerar nuestros derechos fundaJllentales y garantias
procesales que nos corresponde como ciudadanos colombianos.

DIECIOCHO. Han sido muchas las circunstancias de vulneración de derechos, como la que, luego de haber atropellado
a esta servidora, una vez más cometen atropello en contra de mi persona. JOSE GREGORlOCUENTAPANTOJA,pues /
pasados los tres días de haber recuperado la libertad mi defensora y esposa, me encuentro con la noticia de que deciden /
trasladado de manera injusta e infundada a la cárcel de máxima seguridad de la ciudad de Valledupar, CARCEL
NACIONALLATRAMACUA,y elevado a la categoria de Alta seguridad.
Según información del inpec, me manifiestan que mediante resolucíón de fecha de 26 de julio de 2017, se ordenó el
traslado inmediato de JOSE GREGORlOCUNETAPANTOJA,al parecer por razones de seguridad. Quedando una vez
más a la deriva y vulnerando así nuestros derechos de acercamiento faJllíliar y ocasionando una distorsión y un trauma
personal tanto en nuestra hija como en nosotros mismos, sin merecer tal trataJlliento penitenciario.

DIECINUEVE: Luego de continuar con ,elprocedimiento del caso en conocimiento del juzgado segundo penal del circuito /'
especializado de la ciudad de santa marta, magdalena, el pasado 21 de noviembre de 2017, en el escenarío de la audiencia
de acusación con la radicación No. CUI 11001-60-00000-2015-00161, por parte de mi defensa se interpuso nulidad por
vicios de procedimiento y otros, radicación interna 2012-00426, la cual fue negada en primera instancia por el juez de
conocimiento y hoy se encuentra en el despacho del magistrado ponente CRALOSMILTONFONSECALIDUEÑA,pasados /"
largos seis meses sin resolución alguna y luego de haber interpuesto derecho de petición a la misma autoridad esta
responde de manera negativa a mis pretensiones aduciendo que ¡Jortemas de descongestión no se encuentra proyectada
respuesta a la nulidad invocada por mi defcnsa. Vaya novedad! .

Es por ello su señoría que ruego atiendajuiciosaJllente a la presente solicitud de TUTELAYAMPAROCONSTITUCIONAL,
como único mecanisrrlO procedente y considero estar legalmente fundada y los presupuestos facucos satisfacen las
pretensiones aquí invocadas.

FUNDAMENTO DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA:

Dice la Corte Suprema De Justicia:

"LaCorte estima necesario significar la manera facilista con la que aún hoy, después de varios años de impíementación
del sistema acusatorio y cuando los funcionarios ya deberian tener claro qué es una teoría del caso, siguen utilizando
fórmulas ambiguas, cuando no contradictorias, anfibológicas u oscuras, para delimitar un aspecto capital de la
imputaCIón y la acusación, cual dcbe entenderse la definición de los hechos de manera clara, precisa y detallada.
Se ha vuelto práctica común de algunos fiscales, que sin abrazar una teoría del caso específica, deciden mejor, en la
imputación y acusación, hacer una relación de medios probatorios, en ocasiones contradictorios, a la espera de que de
alli sean las demás partes las que extrajgan su particular concepción de lo que quiere atribuirse.
Desde luego que una tal manera de referenciar lo que se entiende hecho juridicaJllente relevante, se evidencia
indeterminada y ambigua, por entero alejada de la claridad y precisión de que debe estar investida la relación fáctica en
cuestión.
Del Fiscal se reclama, a tono con el concepto de teoría del caso, que en el componente fáctico de la imputación -desde
luego, también en la acusación- sintetice, sin referenciarlos, todos los medios de conocimiento recogidos y de allí extraiga
una hipótesis plausible, que se traduce en la narración neutra de lo que, estima, sucedió, detallando las circunstancias
de tiempo, modo y lugar que gobiernan los hechos y, obviaJllente, discriminando a la víctima o victimas, a partir de lo
que particUlaITIlentepadeció cada una de ellas.

Se tiene claro que en el concepto antecedente consecuente de que se encuentra imbuido el proceso penal, la formulación
de imputación se erige en hito fundaJllental e insustituible -en el entendido que marca el comienzo fonnalizado del
procedimiento en sentido estricto-, a la manera de entender que los errores trascendentes ocurridos allí afectan de forma
insoslayable el debido proceso y reclaJllan de la condigna nulidad, pues, ya todo lo actuado a partj.r de este momento se
encuentra afectado.
Pero, además, la formulación de imputación representa un mecar:ismo básico de defensa material, pues, ha sido
legalJw:nte instituido como el primer momento formalizado en el que la Fiscalía da a conocer a la persona que se le está
investigando, a efectos de que adelante su particular tarea defensiva.
Esa tarea, huelga anotar, necesariamente está mediada por los bechos concretos que en criterio de la Fiscalía conforman
el delito o delitos por los cuales se investigará a la persona.

"Establece el artículo 29 de la Constitución Política que toda persona tiene derecho a no ser juzgada dos veces por el
mismo hecho.
Además, los articulo s 8° del Código Penal y 19 del Código de Procedimiento Penal (Ley600 de 2000), contemplan el
principio de prohibición de doble incriminación y el respeto de la cosa juzgada como ejes del proceso penal. Tales normas
imponen que a nadie se le impute más eleuna vez la misma conducta punible salvo lo establecido en los instrumentos
internacionales y además, que "la persona cuya situación juridica haya sido definida por sentencia ejecutoriada o
providencia que tenga la misma fuerza vinculante, no será sometida a una nueva actuación por la misma conducta".

TaJllbién se ha ocupado esta Corporación de resaltar las características esenciales de la garantia fundaJllental del non
bis in ídem. Así, en la sentencia de casación del 26 de marzo de 2007, radicado 25629, sostuvo lo siguiente:
"Esta genérica expresión latina (Nonbis in ídem) de una institución seguraJllente de origen griego, se traduce como no
dos veces sobre lo mismo o no dos o más veces por la misma cosa.
Comprende varias hipótesis.

Una. Nadie puede ser investigado o perseguido dos o más veces por el mismo hecho, por un mismo o por
diferentes funcionarios. Se le suele decir principio de prohibIción de doble o múltiple incriminación.
Dos. De una misma circunstancia no se pueden extractar dos omás consecuencias en contra del procesado
o condenado. Se le conoce como prohibición de la doble o múltiple valoración.
Tres. Ejecutoriada una sentencia dictada respecto de una persona, ésta no puede ser juzgada de nuevo por
el mismo hecho que dio lugar al primer fallo. Es, en estricto sentido, el principio de cosa juzgada.
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Cuatro. Impuesta a una persona la sanción que le corresponda por la comisión de una conducta delictiva,
después no se le puede someter a pena por ese mismo comportamiento. Es el principio de prohibición de
doble o múltiple punición.
Cinco. Nadie puede ser perseguido, investigado, juzgado ni sancionado pluralmente por un hecho que en
es1:J.ictosentido es único. Se le denomina non bis in idem material."

Posteriormente, en decisión CSJ SP, 24 de noviembre de 2010, Rad. 34.482, se afirmó:
"El principio non bis in idem precisa de tres presupuestos de identidad: En el sujeto (eadem personae), el objeto (eadem
res) y la causa (eadem causa).

El primero exige que el mismo individuo sea incriminado en dos o más actuaciones; el segundo, la identidad de objeto,
requiere que el factum motivo de imputación sea igual, aún si el nomen iuris es diverso; y el tercero, la identidad en la
causa, postula que la génesis de los dos o más diligenciamientos sea la misma".

Tras esa descripción jurisprudencial de las garantias fundamentales de cosa juzgada y non bis in idem, es posible
concluir que cuando en un trámite procesal se afecten tales axiomas, se configura una causal de extinción de la acción
penal, que imposibilita continuar con la actuación.

Por esa razón, la vulneración del non bis in idem ha sido contemplada como uno de los eventos a los que se refiere el
legislador en el numeral 9° del articulo 82 del Código Penal, como causal de extinción de la acción penal, pues si un
asunto fue resuelto defmitivamente mediante decisión judicial, se imposibilita el inicio de una nueva causa criminal o la
continuación de una ya iniciada, cuando se constata la concurrencia de las tres identidades arriba reseñadas".

Solo si se determina, con las indispensables características de tiempo, modo y lugar, qué es lo que se atJ.ibuye haber
ejecutado al imputado, este podrá adelantar eficientemente su labor de contradicción o controversia, las más de las veces
con el acopio de elementos materiales probatorios o evidencia fisíca que digan relación con estos hechos.
Y, cabe agregar, la definíción específica de qué, dónde, cómo, cuándo y por qué se ejecutó una específica conducta
punible, exige del mayor cuidado, no solo por las connotaciones que, se dijo atrás, apareja la fommlación de imputación,
sino en consideración a que el principio de congruencia demanda que esos hechos delimitados en la imputación -en su
componente fáctico, debe relevarse para evitar confusiones .., permanezcan invariables en su núcleo esencial, ya
suficientemente decantado que lo autorizado para el Fiscal en la audiencia de formulación de acusación, es la variación
del nomen iuris o denominación juridica.
Por último, en lo que al tema general compete, únicamente cuando la Fiscalia precisa los hechos con claridad y
suficiencia, es posible para el imputado, con conocimiento informado, decidir si acepta o no esos cargos y,
consecuencialmente, acceder a la condigna reducción punitiva que por justicia premial ofrece la normatividad
consignada en la Ley 906 de 2004
[... ]
Para la Sala resulta diáfano que los graves errores de defmición de lo sucedido, impidieron al imputado elucidar el
fundamento cabal de los cargos formulados y de contera obtener el conocimiento necesario para emprender con probidad
su defensa en las etapas subsiguientes del procedimiento".

SISTEMA PENAL ACUSATORIO - Formulaci6n de acusación: requisitos, relación clara y sucinta de los hechos /
SISTEMA PENAL ACUSATORIO - Formulación de la imputación: derecho de defensa "La Corte debe precisar que la
amplia relación de todo el trasegar procesal y, particularmente, de los hechos que fundaron las diligencias y fallos,
obedece a la necesidad de verificar cómo esa indeterminación y confusión en que incurrió la Fiscalia al momento de
formular la imputación, irradió sus efectos hasta los hitos finales del procedimiento en lo ordinario, con lo cual se ofrece
una prueba irrefutable del daño material que el yerro inicial comporté.
En resumen, la conculcación del derecho fundamental al debido proceso, encuentra su génesis en la ambigüedad de la
Fiscalía atinente a su misión de determinar las conductas punibles que le eran atribuible s a CP, pues, conforme se
ilustró, en lo que respecta a los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales que pretendió endilgarle desde
un comienzo, asi como lo relacionado con el punible de violencia inlrafamiliar, salta a la vista la falta de precisión respecto
de las circunstancias que habrian enmarcado cada una de las conductas, asi como la falta de claridad respecto de
quiénes fueron las menores víctimas de tales ilicitudes, como quiera que en la audiencia de formulación de imputación
se adujo que eran tres las afectadas -aunque nunca se individualizó lo ejecutado sobre cada una de ellas-, al paso que
en otros escenarios del proceso se refirió solo a dos de ellas, por quie!leS fmalmente se emitió sentencia con las
consecuencias punitivas I"eseñadas.
Cabe señalar que, correlativo de la prerrogativa de defensa que como principio rector y garantia procesal consagra el
articulo 8° de la Ley 906 de 2004, específicamente en el literal h) de dicha normativa, toda persona tiene derecho a
"conocer los cargos que le sean imputados, expresados en términos que sean comprensibles, con indicación expresa de
las circunstancias conocidas de modo, tiempo y lugar que los fundamentan."
A su tumo, el articulo 288, numeral 2°, ibidem, consagra que en la formulación de imputación el Fiscal deberá expresar
oralmente la "Relación clara y suscita de los hechos juridicamente relevantes, en lenguaje comprensible ...", lo que de
suyo redunda en que el indiciado pueda dar por terminada anticipadamente -como se dijo en acápite anterior-, la
actuación, a través del allanamiento a cargos o, conforme se desprende del artículo 290 del C.P.P., pueda "preparar de
modo eficaz su actividad procesal" de decidir continuar con el decurso procesal".
SISTEMA PENAL ACUSATORIO - Formulación de la imputación: requisitos, relación clara y sacinta de los hechos
juridicamente relevantes, efectos de no hacerlo
,,[...] si bien, como se desprende del detallado recuento que del trámite procesal se hizo, es posible asumir que el mismo
tipo de irregularidad afectó la acusación y el contenido de las sentencias, es lo cierto que todo ello, como se anotó antes,
provino de la indeterminación contenida en la formulación de imputación y es desde allí que debe rehacerse el trámite,
tanto porque no existe otro mecanismo judicial que restaúe el daño causado a las garantias del hoy acusado, como en
atención a que la naturaleza insoslayable de la diligencia en cuestión, que la erige fundamental para el adelantamiento
de las diferentes fases que estructuran el procedimiento, obliga rehacerlo desde su origen".
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN - La Corte le hace llamado de atención
,,[.... ] ante la falta de coherencia y probidad evidenciada, respecto de cada uno de los Fiscales Delgados que se ocuparon
de la actuación en los estadios procesales discriminados en precedencia, no puede la Corte dejar de llamar la atención
al órgano de persecución penal para que adopte los mecanismos de instrucción y formación académico necesarios en
aras de que la actividad constitucional que le ha sido encomendada -articulo 250 de la C.P.- se desarrolle con sujeción
a los deberes que la ley procesal penal le impone. Por tal motivo, se remitirá copia de esta decisión al señor Fiscal General
de la Nación.
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En estas condiciones, la Sala casará de oficiola sentencia impugnada y, en su lugar, declarará la nulidad de la actuación
a partir de la audiencia de formulación de imputación, inclusive, para que la Fiscalia General de la Nación, a través de
su Delegada, ajuste su actividad según los términos señalados en esta decisión".

FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL:

En el capítulo 10de la Constitución, referente a los derechos fundamentales, el artículo 28 señala en materia de libertad
que "Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio
registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por
motivo previamente definido en la ley."; resultando entonces que la privación de la libertad que se produce en desarrollo

del proceso penal es una limitación autorizada de tal garantía fundamental.

Restricción a la libertad que aunque es permitida por un mandato superior, obedece legalmente a criterios de necesidad,
adecuación, proporcionalidad y razonabilidad "frente a los contenidos constitucionales", conforme a lo estipulado en el
articulo 295 del Códigode Procedimiento Penal. Criterios estos que en consecuencia hacen que la privación de la libertad
en desarrollo del proceso penal sea excepcional y transitoria, pese a que en la práctica suceda cosa distinta.

Tan temporal o provisional debe ser la detención preventiva durante el desarrollo de la actuación procesal penal que el
articulo 317 de la Ley906 del 2004 contempla que la libertad del procesado procederá por vencimiento de términos, sin
referirnos aquí a los parágrafos, cuando (i)hayan transcurrido sesenta días -o 90 si es que existe concurso delictual o
son tres o más los imputados- contados a partir de la formulación de imputación y no se hubiere presentado el escrito
de acusación o solicitado la preclusión, conforme a lo dispuesto en el articulo 294; y (ü) cuando transcurridos 120 días

contados a partir de la formulación de acusación no se haya dado inicio a la audiencia de juzgamiento.

Pero dicha transitoriedad, temporalidad o provisionalidad en materia de privación de la libertad durante el proceso y la
consecuencial liberación por vencimiento de términos no está perfectan1ente regulada en nuestra ley procesal penal. Al
efecto y en aras de propender por el respeto del postulado fundamental contemplado en el artículo 28 de la Constitución,

es bueno formular varias preguntas respecto al tiempo que transcurre desde cuando se radica el escrito de acusación y
se procede a la audiencia prevista en el artículo 339 y siguientes del Códigode Procedimiento Penal. ¿Cuál es ese tiempo?,
¿ese tiempo es objeto de alguna previsión normativa?, ¿qué sucede en ese lapso con la privación de la libertad? Casos se
han visto de meses corridos desde cuando se radica el escrito de acusación hasta cuando se da trámite a la audiencia

de acusación, permaneciendo el procesado privado de la libertad.

También, bajo el mismo cometido de hacer respetar el derecho fundamental de trato, resulta prudente plantear ahora
algunos interrogantes en relación con el tiempo que transcurre de privación de la libertad desde cuando se da inicio a la
audiencia de juicio oral hasta cuando se profiere la sentencia, sea esta absolutoria o condenatoria. ¿Cuál es ese tiempo?,
¿ese tiempo es objeto de alguna previsión normativa?, ¿qué sucede en ese lapso con la privación de la libertad? No es

raro escuchar de juicios, con persona privada de la libertad, que superan el año de duración sin que haya definición

alguna de la justicia.

Si conforme al mandato del debido proceso, contemplado en el artículo 29 de la Carta, la actuación procesal penal se
debe adelantar sin dilaciones injustificadas; si lajusticia, sobre todo en materia penal, debe ser pronta y cumplida como
se coligede la lectura de los textos legales, jurisprudenciales y doctrinales, qué hacer entonces con estos dos segmentos
del proceso para que en efecto la necesidad, la ponderación y la razonabilidad marquen verdaderamente la pauta como

instrumentos protectores del derecho a la libertad.

¿Serán necesarias dos nuevas previsiones normativas de libertad por vencimiento de términos?, ¿acaso la acción pública
de hábeas corpus puede dar solución a estos interrogantes?, ¿o quizás la judicatura podrá acceder a una pretensión

liberatoria por vencimiento de términos que se funde únicamente, por ausencia de norma positiva, en garantías
fundamentales, en garan1ías procesales y en principios rectores del modelo de investigación yjuzgamiento que utilizamos

en el país bajo la égida del Acto Legislativo03 del 19 de diciembre de 2002?

ARTiCULO 317. CAUSALES DE LIBERTAD. <Artículomodificado por el artículo 61 de la Ley 1453 de
2011. El nuevo texto es el siguiente:> Las medidas de aseguramiento indicadas en los anteriores artículos
tendrán vigencia durante toda la actuación. La libertad del imputado o acusado se cumplirá de inmediato
y solo procederá en los siguientes eventos:

1. Cuando se haya cumplido la pena según la determinación anticipada que para este efecto se haga, o se
haya decretado lapreclusión, o se haya absuelto al acusado.

2. Como consecuencia de la aplicación del Pnncipio de Oportunidad.

3. Como consecuencia de las cláusulas del acuerdo cuando haya sido aceptado por el Juez de Conocimiento.
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4. Cuando transcurridos sesenta (60) días contados a partir de lafecha de lafonnulación de imputación no
se hubiere presentado el escrito de acusación o solicitado lapreclusión, confonne a lo dispuesto en el artículo
294. El ténnino será de noventa (90) días cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres'o más
los imputados.

5. Cuando transcurridos ciento veinte (120) días contados a partir de la fecha de la formulación de la
acusación, no se haya dado inici~ a la audiencia de juzgamiento.

PARAGRAFO 10. En los numerales 4 y 5 se restablecerán los ténninos cuando hubiere improbación de la
aceptación de cargos, de los preacuerdos o de la aplicación del principio de oportunidad. No habrá lugar a
la libertad cuando la audiencia de juicio oral no se haya podido iniciarpor maniobras dilatorias del imputado
o acusado, o de su defensor, ni cuando la audiencia no se hubiere podido iniciar por causa razonable
fundada en hechos externos y objetivos de fuerza mayor, ajenos al juez o a la administración de justicia.
En todo caso, la audiencia se iniciará cuando haya desparecido dicha causa y a más tardar en un plazo no
superior a la mitad del ténnino estClblecidopor el legislador en el numeral 5 del artículo 317 de la Ley 599
de 2000. 1 í

Los ténninos previstos en los numeralesl4 y 5 se contabilizl!rán enfonna ininterrumpida.

PARAGRAFO20. En los procesos que c1rLOcenlos jueces penales de los circuiíos especializados, para que
proceda la libertad provisional, los ténninos previstos en. los num.erales 4 y 5 de este artículo se duplicarán.

PARAGRAFO 10 <SIC,30. > <.Parágrafoadicionado por el artículo 38 de la Ley 1474 de 2011. El nuevo texto
es el siguiente:> En los procesos por delitos de competimcia de los jueces penales del circuito especializados,
por delitos contra la Administración Pública y por delitos contra el patrimonio económico que recaigan sobre
bienes del Estado respecto de los cuales proceda la detención preventiva, los ténninos previstos en los
numerales 4 y 5 se duplicarán cuando sea'l tres (3) o más los imputados o los delitos objeto de investigación.

La Corte considera pertinente hacer el análiSIS del precepto acusado a través de su evolución normativa. Una mirada global
conforme el paso del tiempo indica que la norma ha sufrido tres cambios los cuales pueden dar pistas acerca de su finalidad.

En el anterior Código de Procedimiento Penal-Ley 600 de 2000 .. existia un precepto similar al demandado, el cual disponía
que:

'~Artículo365. Causales. Además de lo establecido en otras d;sposiciones, el sindicado tendrá derecho a la libertad
provisional garantizada mediante oaución prendaria en los siguientes casos.

(. . .)

5. Cuando hayan transcurrido más de seis (6) meses contados a partir de la ejecutoria de la resolución de
acusación, sin que se hubiere celebrado la con'espondiente audiencia pÚblica salvo que se hubieren decretado
pruebas en el exterior o se esté a la espera de su traslado, caso en el cual, el ténnino se entiende ampliado hasta
en seis (6) meses. "(Subrayado fuera de texto).,

Este texto fue trasladado al nuevo Código -Ley 906 de 2004- acoplándolo al sistema acusatorio que se implementó y
modificando el plazo mediante el cual se ordena la libertad del imputado o acusado:

"ARTiCULO 317. CAUSALES DE LIBERTAD. Las medidas de aseguramiento indicadas en los anteriores
Clrtículostendrán vigencia durante teda la aCl.Uación.Lo.libertad del imputado o acusado se cumplirá. de inmediato
y solo procederá en los siguientes eventos:

(.. .)
5. Cuando transcurridos sesenta (60) días contadas a partir de la fecha de 1fl {onnu-Laciónde la acusaljQn, no se
haya dado !/licia a la audiencia dejulcio oral."1Hl (Subrayado fuera de texto).

En su redacción ori¡,':Ínal, el legislador pJ.anteabd como punto de inicio del término para otorgar la libertad, tratándose de
medidas de aseguramiento por vencimiento de términos, la fecha de la formulación de la acusación.

Posteriormente, dicho texto fue reformado p::Jr la Ley 1142 del 23 de junio de 2007 sustituyendo la "Jonnulación de la
acusación" por el "escrita de acusación" que debía presentar la fiscalía como actUación a partir de la cual se iniciaba el
conteo del término, a la vez que lo amplia\)a de sesenta días a noventa días. El texto referido era el siguiente:

"'ARTicULO 317. CAUSALES DE LIBERTAD. Las medidas de aseguramiento indicadas en los anteriores
articulas tendrán vigencia durante tQda la actuación. La libertad del imputado o acusado se cumplirá de inmediato
y solo procederá en los siguientes eventos:

(. ..)

5. Cuando transcurridos noventa (90) días, contados a partir de la fecha de la presentación del escrito de
acusación, na se haya dado in.icioa la audiencia de juicio oral."11.11(Subrayado fuera de texto).

Por último, el numeral quinto del articulo :317 4e la Ley 906 de 2004 sufrió la última modificación mediante la Ley 1453 de
24 de junio de 2011 En esta ocasión se retomó a la redacción inicial, al consagrar la "for:mulación de la acusación" como
punto de inicio del término para obtener la libert<~d, además de que el mismo se amplió a ciento veinte días los cuales
deberán contarse de forma ininterrumpida tal como se desprende del último inciso. El tenor literal de la norma es el
siguiente:

"ARTÍCULO 317. CAUSALES DJ:;I.IBERTAD. Las medidas de aseGuramiento indicadas en los anteriores
artículos tendrán vigencia durante tl!aa la act~lación.La libertad del impu'tado o acusado se cumplirá de inmediato
y solo procederá. en las siguientes eventas:

L,
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5. Cuando transcurridos ciento veinte (120) días contados upartir de la fecha de la [onnulación de la acusación,
no se haya dado inicio a la audiencia de juzgamiento. "11-5) (Subrayado fuera de texto).

De la evolución legislativa de! aparte estudiado'sc?H,~d6'1jsintetizar dos cambios. Por una parte, e! aumento progresivo del
tiempo necesario para que opere la libertad por vencimiento de términos y de otro lado, el momento a partir del cual se
inicia el cómputo para el mismo. Del tenor original de la norma d.ernandada, en el que se preveía la expresión "formulación
de la acusación", se pasó a la "radicación del escrito de acusación", la cual tuvo su última modíficación al volver al estado
original, empleando la "formulación de la acusación" corno punto de partida para que se dé la libertad tras 120 días sin que
comience la audiencia d.e juzgamiento.

Esta evolución normativa, da lugar a entender que e! legislador utilizó el concepto de formulación de la acusación haciendo
referencia al acto complejo de acusación, el cual como se verá a continuación, consta de dos momentos procesales
diferenciados.

4.2 La [onnulación de la acusación como acto compleio: elltre el escrito de acusación y la Audiencia

Tal como la Corte Suprema de Justicia ha establecido en su jurisprudencia, la Acusación es un acto complejo que incluye
dos momentos procesales regulados de forma separadaMJ: el escrito de acusación y la audiencia de acusación. Así por
ejemplo, en Auto del 21 de noviembre de 2012, expresó:

"Dígase, entonces, que en la Ley 906 de 2004 la acusación es un acto complejo que incluye dos momentos
procesaies distintos y regulados de fonna independiente/l:!1.. cuales son la presentación del correspondiente
escrito por parte de lafiscalía y la audiencia de su jo:-rl1ulación,dirigida por eljuez de conocimiento." LlJ!J(NegriUa
fuera de texto)

La Corte Constitucionalll2J, por su parte, síguiendo lajurispnldencia de la Corte Suprema de Justicial2.QJ, ha estableódo que
la' formulación de la acusación es un acto complejo, que se conforma {Jor dos oportunidades procesales: (i) por una parte,
el escrito que presente la fiscalía ante el juez del conocimiento y (ti) por otra, la fonnulación oral de la acusación que se
haga dentro de la Audiencia del mismo nombre. Tal acto complejo se traduce a su vez en un procedimiento formalizado que
se desarrolla a través de: (i) la presentación del escríto de acusación ante el juez competentellli, (ii) dentro de los tres días
siguientes a la recepción del escrito, la fijación de la fecha para la audíencia de formulación de aClJsaciónm! y (üi) la
realización de le. audiencia1lll.

4.3 De las dos interpretaciones posibles res~to de la expresión "[onnulüción de la acusación"

De una lectura gramatical de la expresión acusada, no surge un sentido normativo unívoco. Por el contraTÍo, la amblgüedad
que contiene da lugar a que se deriven al menos dos posibles interpretacIOnes atendiendo la complejidad de la acusación
que como se ha visto se encuentra conformada por dos momentos procesales bien defmidos. Una primera interpretación
conduce a que se entienda que el plazo para el vencimiento de términos del numeral 5 del articulo 317 comience a contarse
a partir de la Audiencia de formulación de la acusación. Una segunda interpretación, hace concluir que el mencionado
término debe empezar a contarse a partir de ia presentación del escrito de acusación.

4.3.1 Primera in.terpretacion. Derecho lJivientecomo corolario de la Jwispn.ldencia de la Corte suprema de Justicia.

La primera interpretación, se sustenta en el análisis histórico de la evolución normativa. Al operar el cambio
terminológico, en el tránsíto legislativo anteriormente analizado, se puede deducir que el legislador optó porque no fuera
con el escrito de acusación sino con la audiencia de fonr::ulación de acusación que se empezara a contar el ténnino de 120
días previsto para obtener la libertad. En la medida que con la Audiencia de formulación de acusaCÍón se cierra el acto
complejo de acusación, debería ser a partir de ésta que se cuente el plazo legal del articulo 317 de la Ley 906 de 2004. Esta
ha sido la postura reiterada de la Corte Suprema de Justicía al resolver recursos de Habeas corpu~ a pesar de que la
misma Corporación reconoce la inexistencia de un término para obtener la libertad en el interregno aludidol:lliJ y en la
mayoría de los casos, el tiempo que transcurre entre la presen~ación del escnto de acusación y la audiencia de lectura del
mismo supera ampliamente el término de 120 díasQQJ. Sobre la postura constante de la Corte Suprema resulta ilustrativo
el siguiente texto que se reitera textualmente casi dc manera constante en la jurisprudencia sobre el tema:

"De esta manera, el legislador quiso, y así lo determinó expresamente, que el término se computara de manen;
inintem.J.mpida en dfas calendario, de lluevo a partir de la audiencia de formulación de acusación adelantada
ante e/juez de la causa y no desde lélpresentación del escrito acusatorio por parte de la Fiscalia.

De ello no hay duda, pues, como se anot6 con antelación, si bien la acusación. constituye un acto complejo, la
presentación del pliego de cc.rgos y lo audiencia de fonnulación. de acusación, son dos momentos totalmente
diferentes y con regulación independiente en la legislación procesal penal.

Esa diferencia se evidencia en las diferentes posturas asumidas por el legislador, no solo por la forma como
optó por regular dichos estadios procesales, sino por las modijicaciones que ha realizado al citado numeral 5°
del artículo 317, pues, en un primer y último momentos aludió expresamente a la audiencia de fonnulación de
acusación, en tanto que, en una fase intennedia se refirió a la presentación del escrito acusatorio, quedando
así claro que no se trata de una confusión. "1m

Visto lo anterior, se ha entendido q'-1e la verificación del computo debe realiz:,rse una vez surtido el acto complejo de
acusación, el cual, tal como se desprende de lo analizado, concluye con .Ia audiencia de formulación de la acusación. Sin
embargo, persiste la duda que surge del cargo expuesto por los demandélJ1tes sobre el interregno entre la presentacíón del
escrito de acusación y la audíencia de formulación de acusación, el cual resulta mdetemúnado.

Ahora bien, a raíz del desarrollo reiterado y pacífico de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en torno a la
aplicación del numeral 5 del artículo 317 de la ley 906 de 2004, puede afirmarse que se trata de lo que se ha denominado
como derecho vivienteªªJ.

Según esta doctJina, originalmente desarrollnda por la Corte Constituóonal Italiana!£'!], para poder fijar el sentido de una
disposición acusada, el juez constitucional dcbe tener en cuenta la forma como los operadores jurídicos, los doctrinalltes
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yen especial la jurisprudencia la han entendido, más aún cuando la "interpretaciónjurisprudencial y doctrinaria representa
una orientación dominante bien establecidu"@Qj,De esta manera se respeta la interpretación que de la norma haga el juez
respectivo dentro de su autonomia, a la vez que se adelanta un control constitucional sobre el derecho realmente existente
y no sobre contenidos que carecen de aplicación práctica,

Cabe de igual manera aclarar que para que la jti'r'ispiúden¿ia'lúlquiera el carácter de derecho viviente, es necesario que se '
cumplan ciertas exigencias o requisitos, De acuerdo con lo señalado por la jurisprudencia de esta CorporaciónillJ, puede
considerarse que constituye derecho viviente "la interpretación jurisprudencial y doctrinal: (i)que sea consistente, aun cuando
no sea idéntica y uniforme, y salvo que resulte abiertamente contradictoria, caso en el cual no puede hablarse de una regla
normativa generalmente acogida; (ii) que esté plenamente consolidada o afianzada, como se mencionó, una sola opinión
doctrinal o una decisión judicial de los órganos de cierre de la respectiva jurisdicción -Corte Suprema de Justicia y Consejo
de Estado-, no alcanza a conformar un criterio dominante de interpretación; y que sea relevante o significativa, en cuanto
permita señalar el verdadero espíritu de la norma o determinar sus alca.nces y efectos, "

Como se colige del análisis realizado, la jurisprudencia de la Corte Suprema cumple con los requisitos mencionados para
considerarse derecho viviente, La interpretación hecha es consistente a lo largo de su jurisprudencia, ya que desde el 2011
cuando se fijó la posición jurisprudencial, hasta la fecha ha tratado el tema en discusión de manera idéntica en diversos
fallosmJ,lo que hace que esté consolidada y resulta relevante para señalar cómo debe entenderse la expresión "formulación
de la acusación", No obstante, como se expondrá a continuación, esto no impide el análisis de conformidad de
constitucional,

La Corte Constitucional ejerce el control constitucional en defensa de la norma superior, no sobre la legalidad o
conveniencia de las interpretaciones vertidas por otros órganos judiciales, sino sobre contenidos normativos conforme el
contexto real dentro del cual han sido interpretados y aplicadosl~lJ,Alrespecto, la Corte ha expresado que:

"el control de constitucionalidad está llamGc10a cumplirse sobre el texto de la norma demandada que se
encuentra produciendo efectos jwidicos y que es oponible a los destinatarios de la ley, y en ningún caso sobre
aquellos contenidos que carecen de eficacia y que son del todo intrascendentes en el mundo del derecho. Por
otra parte, la doctrina del derecho viviente evita que la Corte Con,stitucional se pronuncie sobre contenidos
normativos eventuales e hipotéticos, al concentrar su atención en el sentido real de los preceptos controlados,
locual evita el riesgo de declarar inexequibles disposiciones cuyo significado viviente es compatible con la Carta,
lo cual representaría un ejercicio inadecuado de sus funciones"{W

En el presente asunto, si bien la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia se manifiesta como evidencia de la
antedicha doctrina, esto no significa que el análisis constitucional deba subordinarse a ese derecho viviente. Como se ha
señalado, la utilidad de considerar el derecho viviente es la de fijar el sentido legal de la disposición demandada, lo que no
implica automáticamente la constitucionalidad del mismo, Una cosa es que eljuez constitucional reconozca la autonomía
de los otros jueces para darle alcance a disposiciones legales y otra muy diferente es que si la orientación que se desprende
de ésta resulta contraria a la Carta, el juez constitucional abdique en la función de controlar el respectivo texto.

En efecto, si el derecho viviente se traduce en una lesión a principios y normas constitucionales es necesario examinar la
posibilidad de dar una lectura diferente que no avale la vulneración a la Constitución, viéndose obligado el juez
constitucional a proponer una interpretación en contraste con la seguida por la jurisprudencia,

Así evolucionó en su momento, por ejemplo, la Corte Constitucional Italiana, en cuyo seno se encuentra el origen de la
doctrina del derecho viviente, La jurisprudencia constitucional italiana, ha avanzado hacia el abandono de la doctrina del
derecho viviente en favor de la interpretación conforme a la constitución optando por pronunciamientos de interpretación
conforme (adeguatrice)fl2 ya que ha reconocido claramence que el derecho viviente no equivale necesariamente a derecho
conforme a la ConstituciónQ2J.

Por su parte, la Corte Constitucional colombiana no ha sido ajena a esta consideración y no han sido aislados lo
pronunciamientos en los cuales se ha asúmido el análisis de normas que contaban con una interpretación tildada de
contraria a la ConstituciónillJ. En jurisprudencia de esta Corporación, se ha señalado que "con'esponde a esta Corte
Constitucional, como guardiana de la integridad y supremacía de la Consti~ucióll (e? arto241), examinar si las disposiciones
sometidas a control, tal y como han sido entendidas por el derecho viviente, se ajustan o no a la Carta'1m y que, "cuando la
interpretación que la jurisprudencia y la doctnna hacen de la ley representa LLnaorientación predominante y definida de la
norma, es deber del juez constitucional -en principio- el de acogerla, a menos que resulte palpable su oposición con los
preceptos superiores." (Subraya fuera de texto), por lo que "eljuez: constitucional conserv(a] su total autonomía para definir
si, incluso la interpretación más reputada de la Tlomw, r:ontraría los mandatos del estatuto constituclOnal. "(!!'lJ

En virtud de lo expresado hasta ahora, la Sala concuerda en que es necesario no solo analizar la conformidad de la expresión
según el derecho viviente con la Constitución, sino que, de ser pertinente, encontrar una fórmula, que pueda conjurar la
inconstitucionalidad en la que esté inmersa la disposición demandada, basada en una interpretación razonable de la norma
que se ajuste al ordena.'lliento superior.

4,3.2 Segunda interpretación. Análisis literal de la expresión y sistemático de la Ley 906 de 2004

Una segunda interpretación, se desprende de un análisis literal de la expresión y una lectura sistemática del Código de
Procedimiento Penal. Como se desglosa de un análisis en conjunto de dicho cuerpo normativo, la expresión acusada en su
forma verbalizada, no sustantivada, esto es "formular' la acusación", aparece mencionada en dos ocasiones como sinónimo
del escrito de acusación. En el primer caso, inserta en el articulo 175 donde se fija la duración de los procedimientos,
textualmente se expresa que:

ARTiCULO 175, DURACIÓNDE LOS PROCEDIMIENTOS.<Articulomodificado por el artículo 49 de la Ley 1453
de 2011. El nuevo texto es el siguiente: > El témLÍno de que dispone la Fiscalía para forrnu lar la acusación o
solicitar la preclusión no podrá exceder de noventa (90) días contados desde el dta siguiente a la formulación de
la imputación, salvo loprevisto en el artículo 294 de este código,(Negrillasfuera de texto)

(...)

Por su parte, en el articulo 294 del mismo cuerpo normativo, relacionado con el vencimiento de términos que prevé el
articulo 175 para que la fiscalía formule la 3,r.usaciónse establece que:
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ARTicULO 294. VENCIMIENTO DEL TÉRMINO. <Artículomodificado por el artículo 55 de la Ley 1453 de 2011.
El nuevo texto es el siguiente:> Vencido el término previsto en el artículo 175 elfiscal deberá solicitar lapreclusión
oformular la acusación ante eljuez de conocimiento. (Negrillas fuera de texto)

(. ..)

En este sentido, la Corte Suprema de Justicia ha coincidido en equiparar la expresión "formular la acusación" con la
presentación del escrito de acusaciónl1Q!.

Esta conclusión la confirma el hecho de que dentro del texto de la norma acusada no se usó específicamente la expresión
"audiencia de formulación de acusación", como si se ha hecho en todos los apartes del Código de Procedimiento Penall1.!J,
cuando se quiere hacer referencia a esta audiencia y de forma muy particular cuando de plazos se trata. Al respecto, puede
ser de utilidad traer como ejemplo nuevamente la norma que regula los terminas para los procedimientos. El articulo 175
al respecto precisa que:

r.. .)
La audiencia preparatoria deberá realizarse por eljuez de conocimiento a más tardar dentro de los cuarenta y
cinco (45) días siguientes a la audiencia de formulación de acusación. (Negrilla fuera de texto)

En síntesis: para la Corte resulta claro que si se hubiera pretendido establecer como punto de partida uno u otro acto
procesal, se habría hecho utilizando cualquiera de los termínos que en los numerosos articulas se emplean de la Ley 906
de 2004. Sin embargo, como se acaba de demostrar, en el caso de la norma demandada, esto no se hizo, lo que da lugar a
que de su lectura surjan corno viables las dos interpretaciones antes expuestas. En este sentido, la existencia de estas dos
interpretaciones conduce a que sea posíble entender que el término del artículo 317 se comienza a contar o bíen (i)a partir
de la presentación del escrito de acusación, o bien (ii) a partir de la respectiva audiencia.

Siendo estos los sentidos que se derivan de la disposición acusada, pasa la Corte a recordar los contenidos constitucionales
a los que su interpretación debe estar sometida.

5. Las medidas de aseguramiento. Finalidad y exigencias frente a la norma acusada

El Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 2004, contiene una serie de medidas de aseguramiento de distinta raigambre
que aunque afectan en un sentido lato la libertad, no siempre comportan la privación efectiva de ella (articulo 307 C.P.P).

Como lo ha reconocido la Corte Constitucionall12J, frente a la imposición de medidas de aseguramiento se encuentra la
tensión de diversos principios constitucionales, por un lado la libertad personal y la presunción de inocencia y por otro, la
necesidad de limitar derechos durante el proceso en aras de garantizar la eficacia de la justicia.

Actualmente, dicha disyuntiva se soluciona atendiendo el carácter preventivo de la medida de aseguramiento cuyo
propósito es el de garantizar el cumplimiento de los fines de la investigaciónW. Por tal razón, se requiere partir de un
cierto grado de certeza a la hora de decretarla, de forma tal que "los elementos materiales probatorios y evidencia fisica
recogidos y asegurados o de la información obtenida legalmente se pueda inferir razonablemente que el imputado puede
ser autor opartícipe de la conducta que se investiga. (Art. 306 C.P.P.).~

En este sentido la Cone, al declarar la exequibilidad de la medida de detención preventiva frente al principio de
presunción de inocencia, ha manifestado que "{e}lpropósito que orienta la adopción de este tipo de medidas es de carácter
preventivo y no sanciona torio."W y que "el imputado o acusado que se encuentre cobijado por una medida de
aseguramiento o por una formulación de acusación, está amparado por el principio de presunción de inocencia. "1m

La Cort:,:ha considerado que de conformidad con el articulo 29 de la Constitución Politica (debido proceso y presunción de
inocencia), las medidas de aseguramiento deben someterse al c\.lmplimiento de las estrictas exigencias que determinan su
legalidad/llI.

Igualmente. siguiendo el numeral 1 del artículo 250 constitucional 'J el articulo 308 del Código de Procedimiento Penal,
los requisitos para decretar la medida de aseguramiento se resumen en: (i) eVItar que el imputado obstruya el debido
ejercicio de la justicia, bien sea mediante la destrucción de las prueba:, o la amenaza de testigos; (ü) que el imputado
constituya un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctirüa; o que (iii)el imputado no comparecerá al proceso.
Además el juez deberá tener en cuenta para decretar la medida, la probabilidad que la persona sea autor o participe del
hecho que se le imputa, en concordancia con los elementos materiales probatorios y la evidencia física recogida o de la
información obtenida legalmente.

La Corte ha puesto el acento en que el carácter de las medidas de aseguramiento, de ninguna forma puede ser equivalente
a la pena impuesta como condena. Al respecto se ha e},.-presadoque'

"De otra parte es pertinente precisar también que las medidas de aseguramiento no equivalen a la sentencia
condenatoria, ni pueden ser confundidas con las penas que mediante tal providencia se imponen. Son simples
medidas cautelares - no sentencias - que sólo pueden dictarse, con carácter excepcional, preventivo pero no
sanciona torio cuando se reúnan de manera estricta los requisitos fácticos o jurídicos señalados por la ley para
el efecto, y cuando resulten indispensables para alcanzar la finalidad constitucional que con ellas se persigue,
esto es, para asegurar la comparencia del imputado al proceso, la conservación de la prueba y la protección de
la comunidad, en especial de la víctima. "[m

Si no se pueden equiparar las medidas de aseguramiento a la condena penal, entre otras circunstancias porque aún no
se ha desvirtuado la presunción de inocencia, la restricción de derechos fundamentales y particularmente de la libertad
personal en materia de aquellas, debe ser mucho más limitada en sus estándares que frente a la misma pena.

En cuanto a los limites de las medidas de aseguramiento la Corte, siguiendo lo establecido en los articulas 28 y 29
superiores y los diferentes instrumentos internacionales que forman parte del bloque de constitucionalidad, ha explicado
que se ajustan a la Constitución, si .son decretadas por el juez competente, cumpliendo las formalidades contenidas en
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la ley y cuando los motivos que dan lugar a ellas estén previamente establecidos en la misma. Textualmente se ha
manifestado en su jurisprudencia:

"Así, una cosa es detener al individuo contra el cual existen indicios graves acerca de que puede ser
responsable penalmente, para que esté a disposición de la administración de justicia mientras se adelanta
el proceso en su contra, y otra muy distinta que, cumplidos los trámites procesales y celebrado eljuicio con
observancia de todas las garantías, reconocimiento y práctica del derecho de defensa, se llegue por eljuez
a la convicción de que en realidad existe esa responsabilidad penal y de que, por tanto, debe aplicarse
la sanción contemplada en la ley. Es entonces cuando se desvirtúa lapresunción de inocencia y se impone
lapena.

Es claro que tal presunción subsiste respecto de quien apenas está detenido preventivamente o ha sido
objeto de otra medida de aseguramiento, ya que ninguna de ellas tiene por fin sancionar a la persona por
la comisión del delito. Mal podría ocurrir así pues en esa hipótesis se estaría desconociendo de manera
flagrante el debido proceso.

Las medidas de aseguramiento no requieren de juicio previo. Ellas pueden aplicarse, a la luz de la
Constitución, si se cumplen los requisitOs exigidos por el artículo 28 de la Carta. Así, si media orden escrita
del juez competente, se han cumplido las formalidades que la ley consagre al respecto y el motivo de la
detención, conminación, prohibición de salida del país o caución está nítidamente consagrado en norma
legal preexistente, tales medidas se ajustan al mandato constitucional y no implican desconocimiento del
debido proceso, aplicable en el caso de las penas.

Pretender que toda detención o medida de aseguramiento deba estar forzosamente precedida de un proceso
íntegro llevaría a desvirtuar su carácter preventivo y haría en no pocas ocasiones completamente inoficiosa
lajunciónjudicial, pues la decisión correspondiente podría tropezar -casi con certeza- con un resultado inútil
en lo referente a la efectividad de la pena que llegara a imponerse.

Debe resaltarse que la norma constitucional del artículo 28 y las legales que desarrollan el instituto de las
medidas de aseguramiento no implican posibilidad de abuso de la autoridad judicial competente, pues ésta,
al tenor de la Carta, debe estar fundada en motivos previamente definidos en la ley. Tales motivos, según
las normas acusadas, son los indicios graves de responsabilidad que existan en contra del sindicado.

Claro está, tratándose del derecho fundamental de la libertad, aplicando el artículo 94 de la Constitución
Política, el alcance de su garantía constitucional debe interpretarse a la luz de los tratados internacionales
sobre derechos humanos ratificados por Colombia, los cuales conciben la detención preventiva como una
excepción, es decir como un instrumento al cual únicamente puede apelarse en los casos previstos por la
ley y dentro de sus rigurosos límites, sin perjuicio de las garantías que aseguren la comparecencia del
sindicado al pertinente juicio y su disponibilidad para la ejecución del fallo ... "11Jll

En consonancia con las limitaciones que operan en general frente al poder punitivo del Estado, la jurisprudencia de esta
Corporación ha manifestado férreamente la prohibición de delitos y penas indeterminados. Al respecto, se ha dicho:

"En conclusión, la jurispnldencia ha reconocido un amplio espacio de configuración legislativa en orden a
determinar que bienes jurídicos son susceptibles de protección penal, las conductas que deben ser objeto de
sanción, y las modalidades y la cuantía de la pena. No obstante, debe tratarse de una prerrogativa sujeta a
límites. Estos límites están dados fundamentalmente por el respeto a los derechos constitucionales de los
asociados, el deber de respetar el principio de legalidad estricta, y los criterios de razonabilidad,
proporcionalidad. aplicables tanto a la definición del tipo penal como a la sanción imponible. Dentro de las
garantías que involucra el principio de legalidad estricta se encuentra la prohibición de delitos y penas
indeterminadas. En relación con este aspecto se han estudiado los tipos penales en blanco, respecto de los
cuales la jurisprudencia ha admitido su constitucionalidad siempre y cuando la remisión normativa permita al
intérprete detenninar inequívocamente el alcance de la conducta penalizada y la sanción
correspondiente. "lEll (Subrayado fuera de t(xto)

Si esto es así frente a quien se ha concluido que tiene la responsabilidad de un hecho punible, una vez se ha desvirtuado
la presunción de inocencia, mucho más se debe limitar la actuación del Estado en el ejercicio del ius puniendi tratándose
de una persona sobre la cual recae el manto de inocencia y por lo mismo no hay una condena, sino tan solo, una medida
que busca cumplir determinados fines dentro del proceso. Al respecto es importante reiterar en este punto, que la
privación de libertad del procesado no puede residir en fines preventivo--generales o preventivo-especial.es atribuible s a
la pena, sino que sólo se puede fundamentar en un fin legítimo.l!ill

Estas limitaciones respecto de las medidas de aseguramiento y particularmente las que tienen efectos directos sobre la
libertad personal, han sido recalcadas tanto por la Corte Constitucional@] como por la Corte Interamericana de Derechos
Humanos. Al respecto, ha manifestado el tribunal regional que para que una medida privativa de libertad se encuentre en
concordancia con las garantias consagradas en la Convención, su aplicación debe conllev8r un carácter excepcional y
respetar el principio de presunción de inocencia y los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad, indispensables
en una sociedad democráticaVill.Cualquier restricción a la libertad que no contenga una motivación suficiente que permita
evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas será arbitraria y, por tanto, violará el derecho a la libertad personal
contenido en el artículo 7 de la ConvenciónlW.

Por lo tanto, la indeterminación que es prohibida frente a las sanciones penales debe serlo ineludiblemente sobre las
circunstancias que pueden dar lugar a una privación indefinida producto de una medida de aseguramiento.

El hecho de hacer producir efectos negativos a una medida de aseguramiento permitiendo su duración indeterminada en
alguna etapa del proceso, desvirtúa su naturaleza preventiva y su propósito de salvaguardar los [mes del proceso que le dio
origen, adquiriendo connotaciones desproporcionadas.

Con razón, la doctrina ha sostenido que "[n)inguna ley procesal que se diga respetuosa de las libertades humanas podría
elaborar sus principios rectores sin antes se/la lar clara y precisamente las oportunidades legales en que se puede hacer cesar
el estado de cosas de detención preventiva. Por lo tanto, no se concebiría un procedimiento penal sin una regulación concreta
sobre la excarcelación, bien como un simple beneficio, o como un derecho subjetivo del procesado. Lo contrario conduciría a
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del derecho".~

6. El plazo razonable y las dilaciones injustificadas como parte del debido proceso penal

Comoquiera que el cargo que proponen los demandantes, referido a la manera como está configurada la libertad por
vencimiento de términos, se fundamenta en la presunta vulneración al plazo razonable y a la prohibición de las dilaciones
injustificadas, como elementos constitutivos del derecho a un debido proceso, es preciso reiterar la jurisprudencia
desarrollada por esta Corporación con base en el bloque de constitucionalidad en torno a su alcance.

El derecho a un plazo razonable hace parte del debido proceso y ha sido consagrado expresamente en el articulo 8.1 de la
Convención Anlericana de Derechos Humanos, según el cual: "toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas
garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de
sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter".

La relevancia del derecho al plazo razonable ha sido reconocida reiteradamente por la jurisprudencia de la Corte
lnteramericana de Derechos Humanosl2ill,y ha establecido que el derecho a la tutela judicial efectiva exige a los jueces que
dirijan el proceso en forma que eviten dilaciones y entorpecimientos indebidos frustrando la obligada protección de los
derechos humanosllilJ.

Por su parte, los jueces se encuentran limitados por determinadas obligaciones que conllevan la observación de los términos
procesales consagrados constitucional y legalmente para el cumplimiento de las actuaciones que adelantan~. Esto se
fundamenta en los principios que informan la administración de justicIa consagrados en la Ley 270 de 1996, y que
desarrollan los articulo s 28, 29 Y228 de la Constitución. Dentro de aquellos, tienen especial relevancia para el presente
caso, la celeridad, la eficiencia y el respeto de los derechos de quienes intervienen en el procesotm.

Sin embargo, el problema surge cuando, como en el presente caso, el legislador ha omitido establecer con claridad los
términos que pueden extender la privación de la libertad, por demás provisional, de quien se encuentra en un proceso penal.
En tal circunstancia, en atención a alguna de las posibles interpretaciones, queda al arbitrio del juez la extensión del mismo,
conduciendo a eventuales dilaciones injustificadas que derivan en la afectación de la libertad del procesado.

En particular sobre el derecho a un proceso sin dilaciones injustificadas en el ámbito penal, la Corte Constitucional ha
señalado que el establecimiento de términos de instrucción constituye prenda que garantiza la efectividad del derecho
del procesado a que no ocurran durante el transcurso del proceso dilaciones injustificadas o una prolongación indefmida
del mismo sin términos procesales perentorios:

"El señalamiento de plazos temporales de carácter perentorio para que se cumpla una actuación o se agote
una determinada etapa procesal, como en este caso se hace para la fase instructiva en los procesos a cargo de
los jueces regionales y del Tribunal Nacional, constituye prenda que garantiza la efectividad del derecho
del procesado a que no ocurran durante el adelantamiento del proceso dilaciones injustifí.cadas o una
prolongación indefí.nida del mismo sin términos procesales perentorios. Es evidente que la naturaleza de los
delitos de los cuales conocen los jueces regionales y las circunstancias en que se cometen dichos hechos
punibles, implican mayores obstáculos para la recaudación de las pruebas correspondientes, lo cual conduce a
la necesidad de prever un lapso mayor que el consagrado para los otros delitos con el fin de adelantar la
investigación correspondiente en forma más acertada y completafM!l.(Subraya fuera de texto)

Igualmente, referido a la duración de la privación temporal de la libertad, la Corte Constitucional ha considerado desde sus
inicios que:

"El artículo 29 de la C.P., reconoce el "derecho a un debido proceso público sin dilaciones justificadas". Se
concreta en el ordenamiento interno, el derecho que con similar fonnulación se consagra en el Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York de 1966 (art. 14.3 c.), suscrito por Colombia.

La recta y pronta administración de justicia, deja de ser un simple designio institucional para convertirse en el
contenido de un derecho público subjetivo de carácter pmstacional ejercitable frente al Estado en los supuestos
de funcionamiento anormal de lajurisdicción.

En ausencia de determinación legal, el concepto indeterminado "dilaciones injustificadas", debe deducirse en
cada caso concreto con base en pautas objetivas que tomen en cuenta, entre otros factores, la complejidad del
asunto, el tiempo promedio que demanda su trámite, el número de partes, el tipo de interés involucrado, las
dificultades probatorias, el comportamiento procesal de los intervinientes, la diligencia de las autoridades
judiciales etc. Sin embargo, en ciertos casos, es el propio legislador, en guarda de valores superiores, el que
determina el contenido y alcance del aludido concepto, para lo cual establece términos perentorios cuyo
incumplimiento desata consecuencias que bien pueden mirarse como riesgos conscientemente asumidos por el
ordenamiento para no lastimar un bien superior. En estos eventos, el derecho fundamental a un proceso público
sin dilaciones injustificadas, adquiere prevalencia sobre consideraciones puramente orgánicas y funcionales
propias del aparato de la justicia.

Precisamente, la fijación legal de un término máximo de duración de la detención provisional, obedece al
enunciado propósito. La duración de la privación temporal de la libertad, aplicable a las etapas de
investigación y juzgamiento, consulta en una sociedad democrática el delicado eguilibrio gue debe
mantenerse entre el interés legitimo del Estado de perseguir eficazmente el delito y sancionar a los
culpables y, de otro lado, la necesidad de asegurar la libertad de las personas y la posibilidad de
garantizar un proceso fusta e imparcial. "W(Subraya fuera de texto)

En efecto, el establecimiento de límites temporales a la duración de la detención preventiva parte de los principios de
legalidad y proporcionalidad que deben gobernar la medida. A partir del pensamiento liberal, en el que el poder del Estado
debe estar controlado, el ius puniendi, como manifestación del mismo, no puede sustraerse a las restricciones
constitucionales, una de los cuales es la duración del proceso penal y en particular de las medidas que resulten restrictivas
de derechos. Al respecto la Corte Constitucional ha expresado que "no podrán tipificarse conductas que desconozcan los
derechos fundamentales, que no resulten idóneas para proteger bienes constitucionales o que resulten desproporcionadas o
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irrazonables. Lo mismo puede predicarse de las sanciones. Estas restricciones, como se indicó antes, operan frente a tOd~
decisión estatal en materia punitiva"1@. (Subraya fuera de texto). En este sentido se determina la imperiosa necesidad de
establecer precisos limites temporales para el encarcelamiento preventivo.

De esta forma, la indefinición de términos, particularmente cuando puedan afectar la libertad personal del procesado,
resulta inconstitucional. Asi lo ha entendido la Corte en sentencia C-1198 de 2008, cuando al analizar la expresión "justa
o" contenida en el parágrafo del artículo 30 de la Ley 1142 de 2007, estableció que ésta era inconstitucional por cuanto
dejaba al arbitrio del funcionario judicial el cumplimiento o no de los términos para celebrar el juicio oral. En aquella
oportunidad, se dijo que la indeterminación del supuesto fáctico conducía a la ambigüedad de cuándo se realizaba la
audiencia de juicio oral. Esta circunstancia vulneraba tanto la garantía de libertad personal como el derecho a un debido
proceso público sin dilaciones injustificadas. Al respecto, la mencionada sentencia consideró que:

"6.4. Encuentra la sala que la expresión ''justa o", dentro del sistema acusatorio que se sustenta en una nueva
previsión constitucional, a partir del Acto Legislativo 03 de 2002, no atiende las exigencias referidas en los
precedentes, como quiera que el supuesto fáctico allí consagrado no supera el imperativo de ser claro, preciso y
unívoco, toda vez que su indeterminación conduce a ambigüedad acerca del momento en el cual se realizará la
audiencia de juicio oral, vulnerando así la garantía de la libertad personal consagrada en el artículo 28 superior.
Igualmente la preceptiva referida contraviene el imperativo constitucional que se impone a los funcionarios
judiciales de observar "con diligencia" los términos procesales, so pena de ser sancionado su incumplimiento
(art.228).

Cabe recordar que el artículo 29 constitucional señala que el sindicado tiene derecho a un debido proceso
público sin dilaciones inJustificadas, norma que al igual que los artículos 28 y 228 previamente referidos
tienen desarrollo en la Ley 270 de 1996, donde se señalaron una serie de principios que rigen la administración
de justicia, dentro de los cuales se consagraron la celeridad (art. 4°), la eficiencia (art. 7") y el respeto de los
derechos de quienes intervienen en el proceso (art. 9°)-

Esas nonnas deben ser interpretadas sistemáticamente, de modo que permiten establecer que los funcionarios
judiciales tienen la obligación de adelantar las actuaciones de forma célere y diligente, al tiempo que conlleva
la observación de los términos procesales consagrados constitucional y legalmente para el cumplimtento de las
actuaciones que adelantan.

Entonces, esta corporación declarará la inexequibilidad de la expresión ''justa o" contenida en el parágrafo del
artículo 30 de la.Ley 1142 de 2007, como quiera que deja al arbitrio del funcionario judicial cumplir o no los
ténn.inos para celebrar el juicio oral."@il

En síntesis, las garantías que integran el debido proceso, y entre ellas el derecho a un proceso sin dilaciones injustas y
en un plazo razonable, son de estricto cumplimiento en todo tipo de actuaciones, particularmente las judiciales, pues
constituyen un presupuesto para la realización de la justicia como valor superior del ordenamiento juridico. Ello es así
por cuanto la concepción del proceso como un mecanismo para la realización de la justicia, impide que algún ámbito del
ordenamiento jurídico se sustraiga a su efecto vinculante pues a la conciencia juridica de hoy le repugna la sola idea de
alcanzar la justicia pervirtiendo el camino que conduce a ella.JMJ

7. La libertad del legislador para fijar términos procesales

El cargo que plantean los demandantes está estrechamente relacionado con la fijación o no de términos por parte del
legislador, que pueden afectar la libertad de la persona dentro del proceso penal, por lo tanto, es pertinente adelar,tar
brevemente el análisis del margen de configuración del legislador en la materia.

La Corte ha manifestado que el legislador tiene amplio margen de configuración de los términos procesales. El Congreso es
autónomo para establecer los plazos que se tienen para ejercer derechos ante las autoridade~, y en este sentido el juez
constitucional no tiene un parámetro, por regla general, para juzgar la duración adecuada del plazol!ililmás allá de que sea
razonablelQ1J y del límite que plantea su finalidad, esto es, permitir la realización del derecho sustancial12m.

En cnanto a la mayor o menor extensión de los terminas procesales, y de la labor de control del juez constitucional en la
materia, la. jurispnldencia ha manifestado que "a no ser que de manera elJidente el té/mino, relacionado con derechos
materiales de las personas, se halle irrisorio, o que se hagan nugatorias las posibilidadRs de defensa o ac.::ión,no puede
deducirse a priori que el término reducido contraríe de suyo mClIldntos constitucionales. "tw Por lo anterior, el juez
constltucional no está "llamado a determinar cuáles deben se¡- los iénn.inos que se deben cumplir dentro de los procesos. La
misión de la Corte en. estos casos es, en rea!idod, la de controlar los eXCRSOSque se puedan presentar en la legislación."l1Qj

Al respecto, la jurisprudencia de esta Corporación ha condensado los puntos más relevantes en cuanto a la libertad del
legislador en materia de términos procesales y la posibilidad de control del juez constitucional de la siguiente manera:

"(i) El establecimiento de términos perentorios no contradice la Carta Política;
(ii) Los términos procesales persiguen hacer efectivos varios principios superiores, en especial los de celeridad,
eficacia, seguridad jurídica y prevalencia del derecho sustancial sobre las j0711alidades propias de cada proceso;
(iii) Los términos procesales cumplen lafinalidad de garantizar los derechos de acceso a lajusticia y al debido
procesc.;
(iv) No existen parámetros en la Constitución a los cuales pueda referirse el legislador o eljuez constitucional para
valorar si la extensión de los términos procesales es adecuada;
(v) Por lo anterior, el legislador ticne una amplia potestad en la materia, limitada únicamente por los principios
de razonabilidad y proporcionalidad, y por el fin que en general persiguen las farolaS procesales, cual es permitir
la realización del derecho sustancial;
(vi) La función del juez constitucional a la hora de examino.r las leyes que consagran términos procesales se
limita a controlar los excesos, es decir a rechazar aquellas normas que desbordando notoriamente los principios
de razonabilidad y proporcionalidad, [yen rérminos exageradamente largos, qu.e redunden en un
desconocimiento del los principios de celeridad, eficacia, y segv.ridadjurídica, o que, por manifiestamente cortos,
impidan hacer efectivos los derechos de defensa y contradicciónprobatoria. "fllJ

Ahora bien, cuando, como acontece eIl el caso sub examine, a raiz del derecho viviente que se ha desarrollado a través de
la jurisprudencia de la Corte Suprema de .Justicia, como una de las posibles interpretaciones de la nomla, está en juego la
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a los principIos y derechos constituc;onales que el Juez consJituc:onal está llamado a corregir. Se recuerda que, conforme a
la acusación que efectúan los demandantes, tanto de la redacción de la norma como de la ausencia de regulación específica
del tiempo máximo que debe correr entre e! escrito de acusación que presenta la Fiscalía y la fecha de la Audiencia de
formulación de la acusación. se desprende que el juez no tiene sujeción a término procesal alguno, lo que permitiría
dilaciones que pueden trasladarse al procesado afectando negativamente sus derechos fundamentales a la libertad y al
debido proceso en su faceta de evitar las dilaciones injusJificadas.

La expresión "formulación de la acusación" contenida en el numeral 5 de! artículo 317 de la Ley 906 de 2004. permite
establecer dos interpretaciones posibles. La primera, se refiere a que el término para obtener la libertad conforme al
numeral 5 del artículo 317, comienza a contarse a partir de la audiencia de formulación de la acusación, interpretación
que surge de un análisis de la evolución histórica de la disposición acusada. La segunda, parte del supuesto de que el
témlino referido' por la norma analizada debe contarse a partir de la presentación del escrito de acusación, la cual surge
de un análisis gramaJical y sistemático de la Ley 90E.de 2004, en el ámbito de las garantías constitucionales de libertad
y presunción de inocencia.

La ambigüedad de la norma demandada, genera una indeterminación respecto al momento en que se debe empezar a
contabilizar el término para obtener la libertad por vencimiento del mismo. Si bien, en virtud de la interpretación que de
la norma ha hecho la Corte Suprema de ~Tusticia.se ha entendido que la expresión acusada debe ser asimilada a la
audiencia de formulación de acusación, ya que es el último de los momentos procesales que conforman el acto complejo
de la acusación, la Sala considera que resulta inadmisible y que la única interpretación que resulta ajustada a la
Constitución. en aras de respetar los principios de legalidad y de presu'lción de inocencia, además de salvaguardar los
derechos fundam.entales al debido proceso y "tIa libertad, es entender que la "formulación dE.la acusúción." se equipara a
la presentación del escrito de acusación. Dicha decisión se basa en las slgtlientes razones:

1.- En el asunto bajo examen, se presenta el problema de la carencia de claridad sobre la extensió!1 de la privación de la
libertad, por demás provisional, de quien se encuentra sometido élltrámite de un proceso penal. Al no estar regulado el
témlino máximo que debe mediar entre el escrito de acusación y la audiencia de formulación de acusación, se deja al
arbitrio del juez de manera indefinida la extensión del mismo, lo que conduce a even.tuales dilaciones injustificadas que
derivan en abierta vulneración constitucional del derecho de libertad del procesado.

2.- La interpretación que avala la indefinición de térrninos, particul<JIrnente cuando puedan afectar la libertad personal
del procesado, resulta inconstitucional. La Corte considera que, el ¡,echo de hacer producir efectos negativos en una
medida de aseguramiento, permitiendo la duración indeterminada en alguna etapa procesal. desvirtúa su naturaleza
preventiva y su propósito de salvaguardar los fines del proceso que le dio origen, adquiriendo connotaciones
desproporcionadas. No evitar tal situación. equivaldria a anticipar la pena, lo cual contraviene principios generales del
derecho, ampliamente reconocidos. entre ellos, el principio de presunción de inocencia.

3. La indeterminación, que es prohibida frente a las sanciones penales. debe ser proscrita ineludiblemente en relación
con las circunstancias que den luga;: a una privación indefmida de derechos constitucionales -particularmente de libertad-
, como producto de una medida de aseguramiento.

4. Por lo tanto. pudiendo entenderse que los términos empiezan a contarse desde uno de los dos extremos que conforman
la acusación, el mejor remedio para conjurar dicha situación resulta entender que cuando se hace re1erencia a la
formulación de la ac..•.lsación.. se trata del primer acto procesal de dicho acto complejo. esto es. la presentación del escrito
de acusación.

5. Con el ánimo de respetar la autonomía legislativa y evitar la afectación grave de bienes constitucionalmente protegidos.
la Corte considera necesario diferir los efectos de la p¡-esente sentencia. hasta el 20 de julio de 2015, hasta tarito el
legislador regule. si asi lo considera, el periodo máximo que puede tenerse privada de la libertad a una persona incluyendo
en dicho lapso el interregno ent.re la radicación del escrito de acusación y la audiencia de lectura del mismo.
Las solicitudes de libertad por vencimiento dc término~ pueden tranlltarse mediante hábeas corpus, sin realizar la
respectiva audiencia ante el juez de control. de garantías, como altema.tiva para garantizar el derecho a la libertad
personal, que podria verse amenazado con el paro judicial. indicó la Corte Suprema de Justicia.

"La Ley Estatutaria 1095 de 2006 establece en su a.~tículo 10 (¡ue el hálJeas corpus tutela la libertad personal cuando

alguien es privado de ella (i)con violación de lélsgaraD.tías constitucionales o legales o (ii)ésta. se prolonga ilegalmente",

recordó la Sala Penal.

En f;lstos casos, aunque se cuenta con el mecanismo ordinarío, debe tenerse en cuenta la imposibilidad material
de agotarlo, por el cierre de los despachosjuJiciales ante los que se debe radicar la solicitud de audiencia.

Además, tampoco procede la soluci¿n sugerida por el juez de mStailCiaen el asunto analizado, segün la cual la audiencia
pma la revocatoria de la imposición de la medida de aseguramiento podIia realizarse sin la presencia del imputado.

"Supeditar la realización de la audiencia a que el detenído renuncie a asistir, es violatorio de su derecho
fundamental al debido proceso, el cual comprende el conjunto de gm-antías sustmlciales y procesales especialmente
diseñadas para asegurm-la legalidad. regularidad y eficacia de la actívidadjurisdiccional en la investígación,juzgamiento
de los hechos punibles y trámite de los recUl'SOS.con miras, precisamente, a la protección de la libertad de las personas",

destacó.
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Además, en estos eventos, el motivo que impide presentar ante eljuez el escrito de acusación "no es atribuible al detenido
ni a hechos externos ajenos a la administración de just.i.cia,sino al Estado, es decir, al cese de actividades de sus agentes

-funcionarios- y empleados pertenecientes a la Rama Judicial", puntuali;~ó.

(Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, Auto AHP-45038 (45038), nov. 24/14, M. P. Leonidas Bustos)

DERECHOS VULNERADOS:

Considero que con lo relacionado en mi historial juridico en el presente asunto penal, se me han vulnerados los

derechos fundamentales corno EL NO SER JUZGADO DOS VECES POR EL MISMO DELITO, DEBIDO PROCESO,

DERECHO DE ACCESO A LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA, CONTRADICCION y DEFENSA TECNICA, y

DERECHO A LA LIBERTAD,

FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL;

Sentencia C-163/011

DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL-Protección conslitucio!1;,I/lU:SERVA JUDICIAL DE LA LIBERTAD

Del preámbulo y de otros preceptos constituciOlwles se deriva la consagn::r.'ir':n dI? la libertad como un principio sobre el cual reposa la
constntcción po/ilíca y jurídica del estado y como tlerecho jimdamentai, dimensiones 'fue determinan el carácter excepcional de la restricción a
la libertad individual. La e/eclil'idad y alcance de esre derecho se armoniza con lo dispueslo en los (¡'alados intemacionales de derechos humanos
ralificados por Colombia. por medio de los enales se esll'llClllI'I1S1l reconocimienlo y prorecciófl, a la vez que se admite W1<I precisa y estricta
limitación de acuerdo con el fin social elel £.l' lado.

DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL-Gar~ntias que lijan condiciones para limitar este derecho

De acuerdo can tal precepto, nadie puede ser molestado en Sil persona o familia. ni reducido a prisión o arresto. ni detenido. ni su domicilio
registrado, sino i) en virtud de mandamiento escrito de autoridadjudicial competentr:. ii) con las formalidades legales y iii) por motivo previamente
definido en la ley. El texto precisa así mismo que ilU la persona detenida preventiv(lmente será puesta lJ disposición deljaez competente dentro de
las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopl!! la decisión correspondienle en el lérl1'lino que establezca la ley, y advierte finalmente que
'U en ningún caso podrá l/CIberdelención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de seguridad imprescriptibles

JUEZ DE CONTROL DE GARANTIAS-Garante de la protección jucicial de la libertad y de la efectividad y cumplimiento de los
mandalos cons[it"cioll~les y leg~les de quienes palticipan en el proceso penal

La condición de garanle del juez se afianza sobre los rasgos de autonomía e independencia que la Constitución reconoce a sus decisiones, los
cuales cobran parlicular relevancia en dos momentos: (ij CUal/do desarrolla la tarea de ordenar reslringir el derec!1O a la libertad en los precisos
términos selialados en la ley; y (ii) cuando cumple la lahor controlar las condit'ioncs en las que esa pr/I'ación de la /iberlad se e/eclúa y mantiene,

PRIVACION DE LA LIBERTAD-Gamn!Ías que deben rodearla

Dentro de las garantías que rodean el derecho a la liberlad)' a la seguridad personales se encuentra la ccJllcerniel1fe a que la persono detenida
sea presentada sin demora ante un juez o una autOridad judicicd, ,¡Uf' cumpla auténticas funciones jurisdiccionales, para que rea/ice un control
efeciil'o a la restricción de SIl /iberiad.

PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN PRlVAClON DE LA LIBERTAD PERSONAL-Prop6sitos

El contre! de legalir/ad de la privación de la libertad, tielle COIllOprop6sitos tales como (i) evalllar si COnCurren razones jurídicas suficientes par"
la reslricc!óll de la libertad; (ii) establecer si se P'H:/.W la detención anles deljuicio; (iii) salvaguardar el bienestar del delenido; (iv) prel'emr
detenciones arbitrarias y otms eventuales qfectaciolles d~ dercchosfi.mdam!!lltale.l'.

1.I BERT AD PERSONAL-Componentes de la sllpervisi6n judicial sobre las restricciones

La supervisión judicial sobre las restricciones a la libertad tiene dos compcnentes insoslayables' (i) debe efectuarse por el órgano imparcial )'
adecuado para la tutela de los derechos jimdamentales comprometidcs en el ejercicio de la aClividad de persecución penal, función que dentro del
sistema judicial cc!ombiano está adscrita a!juez de cOrllrol r/e garantías. y (ii) debe realizarse dentro de un limite lemporo/. La primera exigencia
se deriva del principio de reserva judicial de la libertad, exallodo en el contexto del sistema de tendencia acusatoria con la creación de ¡os jueces
de contra! de garantías, como jueces de la inl'esligacióll. El segundo presupueslo tiene su jimr/amenlo en la cláusula general que consagra la
libertad como regla, y su restricción como ul/a excepció" que debe estar debidal1lenlejl/stijicada y sometida al principio de legalidad procesal el
cual debe swninislrar cerleza '10 solamente sobre los motivos y requisitos para esa restricción, sino sobre S" duración.

LIBERTAD PERSONAL-Proscripción de tod~ prolongación indefinida dL: la restriL:ci6n de la libel1ad despojada de control
juciiciallPRIVAClON DE LA LI BERTAD PERSONAL-Téllllino para someterla a control judicial

El sistema jurídico colombiano acogió el mandato que proscribe lodo prolongación indefinida de tina reslricción de la libertad despojada de
control judicial, estableciendo /111 parámetro temporal cie."to para que se lleve a cabo dicha supervisión. Un examen sistemático de los preceptos
conslilucionciles relacionados con la liberlad individualy los límites a SI/S restricciones, permite afirmar que toda privación efectiva de la libertad
personal debc ser sometida a controljudicial de inmedialo, ya más tardar dentro de las treinla y seis (36) horas siguienles a su producción.

JUEZ DE. CONTROL DE GARANTiAS-Propósitos que cumple el control judicial de Ull~ privación de la libe11ad

Se pretende a través de estt control 'fue l/na autoridad compelen te, independiente e imparcial revise la legalidad tle la privación de la libertad.
con propósitos tales como (i) evaluar si conCl/rren l'O:'.onesjurídicas s!(ficientes para la restricción de la libertad; (ii) establecer si se precisa la
delención antes del juicio; (iii) salvaguardar el bienestar del detenido; (i,~pre:'rmir detenciones arbitrarias y otras eventuales afectaciones de
derechos jimdamentales. Mediante este procedimienlo se l!Dne a disposición de la persona privada de la libertad la primera oportunidad de
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impugnar la restricción de su libertad y de obtener el restablecimiento en el goce tie esta prerrogatil'afil'ldamental si la detención, el arresto o la
captura se'han producido con ({esconocimiento de las garantlas debidas.

CONTROL DE LEGALIDAD DE LA CAPTURA ACTO DE APREHENSION MATERIAL-Fundamento/CONTROL DE
LEGALIDAD DE LA CAPTURA-Límite temporal de treinta y seis (36) horas

~ .,.

Una visión sistemática de la configuración legal de ia in1titucÍól; del~~,;troljudicial de la captura, como acto material de aprehensión de la
persona, en cualquiera de sus modalidades (como consecuencia de una autorización judicial previa, en virtud de la jlagrancia, o en ejercicio de
facultades excepcionalisimas de la Fiscalia) permite afimiar que el término de treinta y seis (36) horas establecido en las diversas disposiciones
que regulan la materia tiene como propósi/o suministrar unlimi/e /emporal para que se lleve a cabo el control de legalidad y evi/ar lasprh'aciones
arbitrarias de la liber/ad.

Sentencia C-3711Il

TRAMITE DEL RECURSO DE APELACION' CONTRA SENTENCIAS PENALES EN LA AUDIENCIA DE LECTURA DEL
FALLO-No vulnera el derecho de defensa, los principios dc inmediación y contradicción/TRAMITE DEL RECURSO DE
APELACION CONTRA SENTENCIAS PENALES EN LA AUDIENCIA DE LECTURA DEL FALLO-Entrada en vigencia de la
Ley 1395 de 2010 a paJtir de su promulgación, no impide invocar el principio de favorabilidad

TRAMITE DEL RECURSO DE APELACION CONTRA AUTOS Y SIi:NTENCIAS EN MATERIA PENAL-Regulación

RE,CURSO DE APEeACION CO:-!TRA AUTOS EN MATERIA I'ENAL-Cosa juzgada eonstilucional respecto de la interposición,
sustemación y traslado a los no impugnanles en In resp'.octiva audienciá

LIBERTAD DE CONFIGURACION LEGISLATIVA EN MATERIA DE TERlVlINOS PROCESALES-JlIl;,pll.Idencia
consti luciona 1

Lajurispntdmcia ver/ida en lomo a la libel'/ad de configuración del legislador en IIw/eria de términos procesales, se pueden ex/raer las siguien/es
conclusiones, que resultan relevan/es para la resolución del probleltlC/jurídico q"e plan/ea es/e proceso: i) El establecimiento de táminos peren/orios
no contradice la CII.ta Polltica; ii) Los términos procesales persiguen hacer efectivos varios principios superiores, en especial los de celeridad, eficacia.
seguridad jurídica y prevalencia del derecho sustancial sobre lasformalidades prop;as de cada proceso; iii) Los términos procesales cumplen lafinalidad
de garantizar los derechos de acceso a la {usticia y al debido proceso; i\~ No existen parámetros en la Constitución a los cuales pueda referirse el
legislador o el juez constitucional jJara valorar si la exlensión de los términos procesales es adecuada; v) Por lo .anterior, el legislador ~iene una amplia
po/estad en la ma/ena, 1/lI7//adaul7/camentf por los pnnclplos de razonablltdad y proporCIOnalidad, y por el fm que en general persIguen las formas
procesales, cual es permitir la realizació'l del derecho sustancial; v!) La función del juez constitucional a la hora de examinar las leyes que
consagran /érminos pmcesrtles se limita a controlar los excesos, es decir a rechazar aquellas normas que desbordando notoriamente los principios
de razonabilidad y proporcionalidad.fijflltérminos exageradamente largos, que redunden en un desconocimiento del los principios de celeridad,
eficacia, y seguridad jur!dica, o que, por manijies/amente carlos, impidan hacer efectivos los derechos de defensa y con/radicción probatoria.

DEBIDO PROCESO-Gamntias/PRINCIPIO DE CELERIDAD Y DERECHO DE CONTRADICCJON-Posibles tensiones en la
aplicación del debido proceso

Es/a Corporación ha explicado que el derecho al debido proceso se descompone eN varias garantías que tutelan dijeren/es intereses ya sea de los
sujetos procesales, o de la colectividad a una pronta y clllnplidüjusticia. Entre ellas. eí artículo 29 de la Constitución, enfonna e)plicita consagra
tanto el principio de celeridad, como el derecho de contradicción y controversia proba/aria. Al respecto dicha norma seliala que /oda persona
tiene derecllO "Q..undebido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a con/rovertir las que se alleguen en su contra; a
impugnar la sentencia condenatoria, yana ser juzgado dos veces por el mismo hecho". Por Sil parte, el articulo 228 superior prescribe que "los
términos procesales se observarán con diligencia y Sil incumplimiento será sancionado ". En desarrollo de es/os principios, de un lado los procesos
deben /ener una duración razonable y, de otro, deben es/ablecer mecanismos que permitan a los sujetos procesales e in/ervinien/es con/rovertir,
en condiciones de igualdad. las pruebas presentadas. así como 10.\argwncntos de hecho y de derecho que se aduzcan en su contra. Ha destacado
así mismo la jurispl1ldencia que en el proceso de producción del derecho. como en el de su aplicación. las distintas garantías que conforman la
noción de debido proceso pueden entrar en /ensión. Así, en ciertos casos el principio de celeridad puede entrar en conjlic/o con la garanlÍa de
conlradicción probc;toria, o con el derecho de defensa, pues 11/? término jlldicial breve. naturalmente recorta las posibilidades de con/roversia
probalOria o a,gumen/aliva. lfl respecto la jurisprudencia ha selíalado que algunas de las garantías procesales son prevalenles, pero /ambién ha
acep/ado que o/ras pueden verse limitadas a fin de dar 1/n mayor alcance a intereses públicos legitimas o a otros derechos fimdamentales
implicados.

DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCION-No son absolutos y pueden ser limitados por el legislador, siemprc que no se vea
afectado su núcleo esencial, la lill1iíación responda :1 cl;ierios de razonabilidad y proporcionalidad, y no se desconozcan olroS derechos
li.ll1dall1entales

La Corte ha admitido que algunas garantías procesales, -y entre ellas el derecho de defensa y contmdicción- no son absolutas y pueden ser
limitadas por el legislador, siempre que no se vea afectado su núcleo esencial, la limitación responda a criterios de razonabilidad y
proporcionalidad, y no se desconozcan o/ros derechos fimd(lmelllales, como puede ser el derecho a la igualdad. En IOdo caso, ha señalado que la
función, tanto del legislador como deljuez constituciollal. es tratar de lograr que lodos los principios y derechos que eventualmente puedan entrar
en tensión a la hora de regular los términos judiciales seall garan/izados en la mayor medida posible.

PRINCIPIO DE INMEDIACION \' CONTRADICCION EN EL MARCO DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO-
Alcance/PRINCIPIO DE INMEDIACION y CONTRADlCCION EN EL MARCO DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO-
Jurisprudencia constitucional

GARANTIA DEL DERECHO DE DEFENSA, fi:L DERECHO DE IMPUGNACION y LA POSIBILIDAD DE DISPONER DEL
TIEMPO Y LOS MEDIOS ADECUADOS PARA SU EFECTIVIDAD-Línea jUJlsp11ldencialIDERECHO DE DEFENSA-Garantia
universal, general y p.:rll1anenle quc constituye un presupveslo para la realización de la justicia como valor superior del ordenamienlo
jutídico

DERECHO DE DEFENSA EN EL SISTEMA PI~NAL ACUSATORIO-Reglas

En relación con el plexo de garan/ías que involucra el ejcrcicio del derecho de defellsa, en el con/ex/o de 1111 sis/ema aCllsa/orio, la cOlporación
ha sentado las siguientes reglas: (i) ni en la COllstil1lción ni en los tratados internacio;¡ales de derechos humanos se ha es/ablecido 1/n límite
temporal para el ejercicio del derecho de defensa; (ii) el derecho de defensa es general y universal. y en ese contexio no es restringible al menos





desde el punto de vista temporal; (iii) el ejercicio del derecho de defensa swge desde que se tiene conocimiento que cursa un proceso en contro de
una persona y solo culmina cuando finalice dicho proceso; (iv) el derecho de defensa. como derecho fundamental constitucional. es un ~erecho
que primafacie puede ser ejercido directamente por un procesado al interior de un proceso penal; (,.y el procesado puede hacer valer por .1'.1 mismo
sus argumentos y razones dentro de un proceso judicial; ("/) el derecho de defensa se empieza a ejercer desde el momento mIS/no que se mlCla la
investigación; (vii) constituye una de las principales garantías del debido proceso. y representa la oportunidad reconocida a toda persona. en d
ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administraiivp.de ser oída. de hacer valer las propias razones y ar{jumentos. de controvertir.
contradecir y objetar las pl1lebas en contra y de solicitar la práciica y evaluación de las que se estiman favorables. así como de ejercitar los
recursos que la ley otolga; y (viii) la importO/;ciadel derecho de defensa. en el contexto de las gar~ntías procesales. radica en que con su ejercic~o
se busca impedir la arbilrariedad de los agentes estatales y evitar la condena injusta. mediante la busqueda de la verdad. con la actllla parllclpaclOn
o representación de quien puede ser q{eclado por las decisiones que se adopten sobre la base de lo aCluado; (ix) en el conlexlo de los procesos
penales. el derecho a impugnar la sentencia condenatoria adquiere carácterfimdamental. por lo que el Estado tiene la obligación de garantizar
su efectividad de tal derecho.

D"RECHO DE IMPUGNACION-Finalidac.l

RECURSO EXTRAORDINARIO DE CASACION-Contenido y alcance

DERECHO A IMPUGNAR LA SENT"NCIA CONDENATORIA y LA IMPUGNACION EXTRAORDINARIA O" LA
S"NTENCIA I'OR VIA DEL RECURSO DE CASACION-Propósitos

DERECHO A DISPONER DEL TIEMPO RAZONABLE Y DI': LOS MEDIOS AD"CUADOS PARA I'REPARAR LA
DEFENSA-Esta garantía se encuentra en el Paclo Intelllacional de Derechos Civiles y Políticos, Convención Americana Sobre Derechos
Humanos, Constitución Política y Ley 906 de 2004

DERECHO A DISPONER DEL TIEMPO RAZONABLE Y DE LOS MEDIOS ADECUADOS PARA PREPARAR LA
DEFENSA-Doctrina y jlllispnJdencia intemacionnl

PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD EN MATERIA PENAL Y SU RELACION CON NORMAS QUE ESTABLECEN LA
VIGENCIA DE UNA LEY-Conlenido

PRINCIPIO DE FAVORABlLIDAD I'ENAL-No distinción ent!'e normas sustantivas y procesales

APLICACION DEL PRINCIPIO DE FAVORABILIOAD-Es tarea que compete al juez de conocimiento, en cada caso pa,ticular y

conereto, pues solo a él le corresponde determinar cuál es la no'ma que más beneficia o favorece al procesado/PRINCIPIO DE

FAVORABlLIDAD PLASMADO EN EL INCISO TERCERO DEL ARTICULO 29 DE LA CONSTITUCIONPOLlTlCA-Se

di,ige al juzgador y supone la existeneia de estatutos permisivos o favorJbles que coexisten junto a non11aS rest,ictivas o desli,vorables

La aplicación del principio de favorabilidad es larea que compete aljuez de conocimiento, en cada caso particular y concreto. pues solo a él le
corresponde determinar cuál es la norma que más beneficia o favorece al procesado. Esto significa que el referida principio na es predicable
fi'ente a normas generales, impersonales y abstractas, como ya Ita tenido oportunidad seiialarlo la Corle: "En principio, el carácter más o menos
restrictivo de una disposición penal. por sí misma, ,10 quebranta la Constitución. El principio de favorabilidad. plasmado en el tercer inciso del
artículo 29 de la c.P.. se dirige aljuzgador y supone la existencia de estatulos permisivos o favorables que coexisten junIO a nOrmas restrictivas
o desfavorables. La aplicación preferente de la norl/1a f{JI'orable no significa la inconstitucionalidad de la desfavorable dejada de aplicar. lacha
que solo puede deducirse de SIl autónomo escrlltinio.fi"ente a la Constitución". (. ..) "Eljuez al asumir lafimción de intélprete genuino de dos
disposiciones penales, igllalmente especiales. está positivamente vinclllado. como todo hermeneuta en materia penal. por la norma qlle obliga a
optar de manero preferenle por la ley permisiva ofávorable, máxime cuando ésta es posterior en el tiempo y comprende en Sil contenido la materia
tmtada por la ante,'ior (C.P arto 29)".

DEBIDO PROCESO-Derecho de estl1lclura compleja

El debido proceso es un dei'ee.ho de esln/ctum compleja qlle se compone de !/JI cOlljWJlOde reglas y principios que. articulados, garanllzan que la
acción punitiva del Estado 'lO resulte arbitraria. Algunas de las reglas constflucionales que configllran este derecho son de aplicación inmediata
y anulan cualqllier norma que las limile o restrinja. As! por ejemplo. el derecho a la legalidad del delito y de la pena no admite restricción ninguna,
como tampoco el principio de la no reformatio in pejus. O el principio defavorllbiltdad (C.P. arto 29).

PRINCIPIO DE FAVORABILlDAD-Conservn plena efectividad frente a 110n11asque regulan la vigencia de una ley/LEGISLADOR-
Competencia para detcn11inar la iniciación de la vigencia de las leyes

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD DIi: NORMAS PENALES QUE ESTABLECEN REGLAS DE VIGENCIA-
Jurisprudencia constitucional/PRINCIPIO DE LA IRRETROACTlVIDAD PENAL ADSCRITO AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD
EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO-Aplicación en a,monía con los p,incipios generales y derechos fundamentales consagrados
en el texto constitucional/PRINCIPIO DE FAVORABlLlDAD-Sometido a unos presupuestos lógicos/PRINCIPIO DE
FAVORABILlDAD-Aplicable frente a supuestos de hecho similares pero que reciben en los estatutos sucesivos en el tiempo, soluciones
de c.lerecho diferentes/PRINCIPIO DE FAVORABILlDAD-Consagrado como un principio rector del derecho punitivo, forma pa'1e
integral del debido proceso penal y se contempla como derecho li.mdamental intangible y de aplicación inmediata/NORMA-Potestad para
fijar su vigencia radica en el legislador/NORMA-Precepto qm, prevé su vigencia hacia el futuro se limita a hacer expreso el principio c.le
in'elroactividad COIllO expresión del postulado de legalidad, sin que por ello se vulnere el plincipio de favorabilidacl

TRAMITE DEL RECURSO DE APELACION CONTRA SENTENCIAS PENALES-No vulnera los derechos de defcnsa, doble
instancia, ni los principios de inmediación y contrudicció"

UNIDAD NORMATIVA-Integración

SUSTENTACION DEL RECURSO DE APELACION CONTRA SENTENCIAS PENALES-Altemativas

~I
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RECURSOS ORDINARIOS Y OPORTUNIDAD PARA SU INTERPOSICION-Fonnan parte de las atribuciones del legislador para
la regulación de los procesos judiciales y la detenninación de las formas propias del juicio/FIJACION DE TERMINOS y
OPORTUNIDADES PROCESALES PERENTORIAS-Cumple con la finalidad constitucional de ordenación del proceso para hacer
efectivo el derecho de acceso oportuno a la administración de justicia, al debido proceso, así como los principios de celelidad, e1icacia y

segUlidad jurídica

JUEZ CONSTITUCIONAL-Su labor se limita a detenninar si el legislador incul1ió en excesos o restricciones indebidas que hacen
nugatorias las posibilidades de defensa y contradicción

PRINCI PIOS DE INMEDIACION y CONTRADICCION-Importancia en el proceso de producción de la pmeba

Los principios de inmediación y contradicción cumplen su papel estelar y protagónico en el proceso producción de la prueba, tarea que en el
contexto del sistema acusatorio se desarrolla en la jase del juicio oral. Tal como se deriva del texto constitucional (art. 250.4) que establece las
características del juicio en el sistema penal acusatorio, los principios de inmediación y contradicción técnicamente despliegan su eficacia en el
momento del debate probatorio, con miras a facilitar y, optimizar la actividad cognitiva propia proceso de conocimiento que acompaiia la
producción de la prueba. La actitud crítica, conciente y controlada que debe asumir eljuez que dirige el debate en eljuicio oral, exige el contacto
directo con los actores que intervienen en esa fase.

RECURSO DE APELACION CONTRA AUTOS-No constituye un proceso autónomo o un nuevo juicio en el cual deban debatirse
todos los temas del mismo y como tal, requerirse la inmediación de las pruebas frente al juez de segunda instancia

TRAMITE DEL RECURSO DE APELACION CONTRA SENTENCIAS P[NALES-Garantiza el cumplimiento de los fines de la
apelación, y annoniza los ptincipios ele celeridad y debido proceso público, sin dilaciones injustificadas, con la garantía del derecho de
defensa y acceso real, no 1011nal, a una segunda instancia

PRETENSIONES:

Solicito se decrete el amparo constitucional a los derechos vulnerados como el DEBIDOPROCESO, DERECHQ
DEACCESOA LA ADMINISTRACIONDE JUSTICIA, DERECHOA LA LIBERTAD Y se ordene mi libertad inmediata;
yo JaSE GREGORIOCUENTA PANTOJA, quien me encuentro recluido en el centro penitenciario de máxima
seguridad de Valledupar, cesar, cárcel Nacional LA TRAMACUA,Como quiera que al decretar la nulidad de todo lo
actuado dentro del proceso penal en cuestión por parte del iuzgado segundo penal del circuito especializado de santa marta,

toda vez que la invalidación de la actuación deia sin soporte la medida de aseguramiento intramuros impuesta, ~

disponga la liberación inmediata de este accionante, previa verificación de no ser requerido por otra autoridad, caso en el

cual se dejará a su disposición.

PRUEBAS:

Con el fin de establecer la vulneración de los derechos fundamentales y garantias procesales, solcito se sirva practicar
las siguientes pruebas:

l. Documentales:
- copia informal del auto de fecha de 8 Octubre De 2016, del juzgado segundo de ejecución de penas y medidas

de seguridad de esta ciudad.
- copia del acta de audiencia del dia 14-15-16 de marzo de 2017. Deljuzgado primero penal municipal de control

de garantias. De las audiencias concentradas realizadas al sr. JOSE GREGORIOCUENTAPANTOJA.
- Constancia del centro de servicios judiciales del sistema penal acusatorio de santa marta de fecha de 7 de

septiembre de 2017.
- Constancia de centro de servicios del sistema penal acusatorio del 30 de octubre de 2017.
- Acta de audiencia preliminar del juzgado cuarto penal municipal con funciones de control de garantias de

fechas de 7 de setiembre de 2017 Y 5 de octubre de 2017, audiencias de vencimiento de términos fallidas.
- Acta de audiencias del juzgado primero penal con funciones de control de garantias de fecha de 19 de julio de

2017, audiencia preliminar de revocatoria de medida, fallida.
- Acta de audiencia de control de garantias del juzgado octavo penal municipal, de fecha de agosto 17 de 2017.

Audiencia de revocatoria de medida, fallida.
- Acta de audiencia de Acusación, fallida, del juzgado segundo penal del circuito especializado de esta ciudad,

de fecha de 4 de octubre de 2017.
- Acta audiencia de control de garantias de fecha de 25 de septiembre de 2015, Juzgado primero penal municipal

ambulante con funciones de control de garantias ambulante de esta ciudad. Audiencia de vencimiento de términos.
- Copia de poder debidamente sellado por el centro penitenciario en fecha de septiembre de 2015, para audiencia

de control de garantias, vencimiento de términos.
- Copia de poder especial para audiencia de sustitución de medidas de fecha de septiembre de 2015.
- copia de Escrito de renuncia a asistir audiencia de JOSE GREGORIO CUENTA PANTOJA, de fecha de

septiembre de 2015.
-Certificación del Juzgado Octavo penal municipal de esta ciudad, de fecha de 1 de agosto de 2017.
- Publicación denuncia, noticia publica de hechos denunciados por esta servidora ante el periódico HOYdiario

del magdalena de fecha de 30 de noviembre de 2016.
- Copia de eedula de la ciudadana KATERINEJOHANNABERROCALTROCHA.
- Oficio de contestación de la procuraduria 164 Il penal, de fecha de 14 de agosto de 2017 - Copia de solicitud

de intervención de procuraduria general de la nación, a favor de JOSE GREGORIO CUENTAPANTOJAy KATERINE
JOHANNABERROCALTROCHA.

- Copia de denuncia virtual ante procuraduria general de la nación de fecha de 20 de octubre de 2017.
- Copia de denuncia, Manuscrito realizado por el sr. JOSE GREGORIO CUENTAPANTOJA,de fecha de 12 de

octubre de 2017. '
-Demás documentos que soportan mi pretensión.

2. Inspección Judicial:
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_ a fin de constatar que en este despacho se encuentra la documentación requerida por este medio judIcial,
para que en su defecto se compulsen a las autoridades respectivas del caso por las futuras responsabilidades que conlleva
la comisión de este tipo de irregularidades.

I

I

3- Prueba Trasladada: 1

-De tal manera es viable a este despacho se sirva requerir el (los) expediente completo y en todas sus partes, a
fin de constatar la veracidad de los argumentos de la presente acción de tutela.

COMPETENCIA:

Es usted, señor MAGISTRADO, competente, para conocer del asunto, por la naturaleza de los hechos, por tener
jurisdicción en el domicilio de la entidad Accionada y de conformidad con lo dispuesto en el decreto DECRETO 2591Y 306
de 1992.

PROCEDENCIA:

En ese orden de ideas, y atendiendo que la pretensión expuesta por este libelo genitor y de manera reiterada le manifiesto
a su despacho que es procedente la presente acción de tutela en beneficio del accionan te JOSE GREGORIO CUENTA
PANTOJA.

JURAMENTO

Manifiesto señor Juez, bajo la gravedad delj'.lramento, que no he interpuesto otra acción TUTELA,por los mismos hechos
y derechos aquí relacionados, ni contra la misma autoridad.

ANEXOS

Una. copia de la demanda. para el archivo del juzga~.ol'"
Los documentos que relaciono como pruebas, en ~folios.

NOTIFICACIONES:

La parte accionante recibirá Notificaciones en: Centro Penitenciario De máxima Seguridad De Valledupar,
Cesar, cárcel NACIONALla TRAMACUA.El Sr. JOSE GREGORIOCUENTAPANTOJA,TORRE 8, CELDA
306. ;
La parte accionada recibirá:Notificaciones en: Edificio Benavides Macea, piso Cuatro Juzgado Segundo
Penal del Circuito Especializado OFICINA424 YPALACIODE JUSTICIADE SANTAMARTA,MAGDALENA
Calle 20 No 2a~20 Palacio de Justicia.

Del señor Juez,

Sirl otro particular, me suscribo de usted,

Atentamente,

J~G::~:.:c:l::iOe~'7AP.
C.C. 8'i..'M9..832 De Santa Marta, Magdalena

I ACClONANTE

I



•

. I
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